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La Sala Novena de Revisión de tutelas de la Corte Constitucional, integrada por la magis‐
trada Natalia Ángel Cabo y los magistrados Juan Carlos Cortés González y José Fernando
Reyes Cuartas, quien la preside, en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales,
profiere la siguiente

 

SENTENCIA

I.                  ANTECEDENTES

 

a)    Expediente T-9.298.682

Hechos
[1]  

 

1. La accionante Alexandra Rodríguez Morantes tiene 34 años
[2]

, es madre cabeza de fami‐

lia de un hijo de 12 años y de un recién nacido[3], paga arriendo, alimentación y la seguridad
social. Mencionó que desde el 9 de octubre de 2020 firmó convenio de “trabajo colectivo
con la Asociación Gremial Especializada en Salud de Occidente de Cali” [4] (en adelante
AGESOC), pero fue terminado el 26 de octubre de 2022, pese a que se encontraba en emba‐
razo y cuya fecha estipulada para el parto era el 23 de mayo de 2023.

 

2. Señaló que i) el 7 de octubre de 2022 asistió a consulta con la Nueva EPS y le confirma‐
ron que se encontraba en estado de embarazo; ii) el 15 de octubre siguiente se le practicó una
ecografía de ginecobstetricia; y iii) “una vez obtuvo el resultado comunicó su estado al co‐
rreo electrónico de AGESOC coordinacionagesoc214@gmail.com
(mailto:coordinacionagesoc214@gmail.com) , esto es, el mismo 15 de octubre de 2022.[5]

3. Manifestó que los días 18 y 26 de octubre de 2022 la accionada le notificó, de una parte, la
“suspensión temporal de actividades” por presuntas faltas cometidas durante el desempeño

de sus funciones
[6]

 y, de otra, la terminación “unilateral de la vinculación de trabajo

mailto:coordinacionagesoc214@gmail.com
mailto:coordinacionagesoc214@gmail.com
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colectivo”
[7]

, respectivamente. En su criterio, ello denota “una persecución por su estado de
gestación”.

 

4. Por lo anterior consideró vulnerados los derechos fundamentales a la dignidad humana, al

mínimo vital, a la estabilidad laboral reforzada y al fuero de maternidad
[8]

.  Por tanto, soli‐
citó i) ordenar su reintegro en AGESOC y ii) que la demandada de continuidad al vínculo la‐
boral, respetando la estabilidad laboral reforzada y el fuero de maternidad, en virtud de lo es‐

tablecido en las sentencias T-008 de 2013 y T-030 y SU-075 de 2018[9].

 

Respuestas de las accionadas y vinculadas
[10]

 

5. AGESOC[11]
 solicitó que se declare improcedente la acción porque existen otros medios

de defensa judiciales para resolver el conflicto. Señaló que i) el 10 de septiembre de 2020 la
accionante solicitó la afiliación a la organización sindical y fue aceptada mediante Acta N°.
102; ii) el 9 de octubre del 2020 firmó de manera voluntaria el convenio de afiliación sindi‐
cal No. 720; iii) el 21 de octubre del 2020 suscribió con AGESOC “convenio de servicio co‐
lectivo No. 215- 720 para el desarrollo y gestión de un contrato sindical suscrito con el em‐
presario la Red de Salud Ladera E.S.E., generando el trabajo colectivo ‘auxiliar administra‐
tivo’ con calidad de AFILIADO/PARTICIPE, por lo que en ningún momento suscribió un

contrato laboral”[12]; iv) por su participación en el contrato sindical recibió el pago de com‐
pensaciones, auxilios y beneficios, así como se realizó el pago de aportes al Sistema de Se‐
guridad Social Integral; v) el 27 de octubre de 2022 terminó de manera unilateral el convenio

colectivo según se estableció en la cláusula 6.1 de dicho convenio
[13]

; vi) en la cláusula oc‐
tava se estipuló que “las diferencias o conflictos que se presentaran se resolverían por medio

de un Tribunal de Arbitramento”
[14]

; y, finamente, destacó que vii) AGESOC era un sindi‐
cato de industria y no una empresa cooperativa ni una empresa de servicios temporales, y
tampoco había suscrito un contrato de prestación de servicios con la accionante; por tanto,
concluyó que no le eran aplicables las reglas jurisprudenciales establecidas en la Sentencia
SU-075 de 2018.
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6. El Ministerio del Trabajo
[15]

 informó que no figura en la base de datos de esa dirección el
“que la entidad accionada haya radicado solicitud de autorización para terminar el vínculo
suscrito con Alexandra Rodríguez Morantes”.   Anexó certificado de inscripción y vigencia
de AGESOC en la cual figura la señora Alba Ruth Libreros Lozada, en calidad de presidenta

de dicha asociación
[16]

.

7. La Red de Salud Ladera[17] solicitó ser desvinculada del trámite de tutela por carecer de
legitimación en la causa por pasiva. Señaló que las pretensiones van dirigidas contra AGE‐
SOC por ser la empresa con quien la accionante manifestó que tenía un vínculo ya sea con‐
tractual, laboral o asociativo y, esa situación, es desconocida por la Red de Salud Ladera.

 

Sentencias objeto de revisión

 

Primera instancia
[18]

 

8. El 21 de noviembre de 2022, el Juzgado Doce Penal Municipal con Función de Control
de Garantías de Cali resolvió “declarar que en el caso no se acreditó acción u omisión al‐
guna de parte de la accionada AGESOC que afecte derecho fundamental alguno a la accio‐
nante”. Destacó, en primer lugar, “que la accionante suscribió con AGESOC el convenio de
servicio colectivo No. 215720 para el desarrollo y gestión de un contrato sindical suscrito
con el empresario la Red de Salud Ladera E.S.E. y la accionante participó mediante la figura
del contrato sindical”. En segundo lugar, manifestó que “le asistía razón a la accionada al in‐
dicar que no existía una relación laboral entre los afiliados participes y el sindicato cuando se
suscribe un contrato colectivo sindical, ya que el afiliado -partícipe en la ejecución del con‐
trato sindical- no es trabajador del sindicato porque este lo componen los mismos afiliados y
ejecutan dicho contrato en desarrollo del contrato colectivo, no encontrándose el elemento
esencial de la subordinación”. En tercer lugar, señaló que aún si se admitiera que dicha pre‐
tensión tendría cabida bajo la figura del contrato realidad la acción de tutela resultaría impro‐
cedente, ya que la jurisdicción ordinaria laboral sería el escenario propicio para dirimir el
conflicto.

 

9. Impugnación[19]
. La accionante impugnó el fallo y pidió se concedieran las pretensiones

solicitadas. Argumentó que el fuero de maternidad y la estabilidad laboral reforzada tienen
como fin proteger a la mujer embarazada de no ser despedida de su trabajo cuando se en‐
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cuentra en estado de gestación o en periodo de lactancia, ya que de lo contrario se pondría en
riesgo el sustento propio y el de su familia. En esa medida, pidió i) valorar nuevamente las
pruebas que reflejan que tuvo una relación laboral con la organización sindical, ii) la historia
clínica que evidencia que se encuentra en “plena gestación” y iii) se declare procedente la
acción.

 

Segunda instancia
[20]

 

10. El 4 de febrero de 2023, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Cali confirmó la
decisión de primera instancia. Señaló que la accionante cuenta con otros mecanismos para
“atacar el procedimiento seguido por la entidad accionada sobre su supuesto despido estando
en estado de gravidez”. Agregó que el contrato suscrito entre la accionante y el sindicato no
es de índole laboral y, por tanto, le corresponde a la jurisdicción ordinaria en su especialidad
laboral “establecer si existe o no un fuero de maternidad para la accionante”.

 

Pruebas que obran en el expediente

 

i)         Copia de la cédula de ciudadanía de Alexandra Rodríguez Morantes
[21]

.

ii)           Copia del convenio de afiliación sindical N°. 720 -AGESOC de fecha 9 de octubre de

2020[22].

iii)   Copia del Convenio de Servicio Colectivo N°. 215-720
[23]

.

iv)       Certificado del banco de Bogotá donde consignaban a la accionante el “pago nómina”.

Allí se registra el pago de un saldo equivalente a la suma de “$1.859.987”
[24]

.

v)      Historia clínica de la accionante del 10 de julio de 2022, con diagnóstico principal “em‐

barazo confirmado”[25]  y del 31 de octubre de 2022 con diagnóstico “consulta para instruc‐

ción y vigilancia de la dieta”
[26]

.

vi)       Ecografía obstétrica transvaginal del 15 de octubre de 2022, en la que se registra “útero

grávido (…) para una edad gestacional de 8 semanas 6 días”
[27]

.
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vii) Correo de fechas 15 y 18 de octubre de 2022 remitido por la accionante a
coordinacionagesoc215@gmail.com (mailto:coordinacionagesoc215@gmail.com). En el primero se in‐

dicó que “adjunto ecografía confirmatoria vitalidad fetal”
[28]

 y en el segundo se realiza una

solicitud de “confirmación para continuar cumpliendo labores”
[29]

. En este último correo
AGESOC contestó indicándole que “acerca de su caso, debe remitirse a la oficina principal
de AGESOC (…)”.

viii)               Oficio del 18 de octubre de 2022 suscrito por la “Presidente de AGESOC” en el que
se impone a la accionante “suspensión de su actividad colectiva” desde el 19 de octubre
hasta el 27 de octubre de 2022. Lo anterior por presuntamente “haber realizado un proceso

de manejo inadecuado de recursos”[30].

ix)       Oficio del 26 de octubre de 2022, suscrito por la “Presidente de AGESOC” a través del
cual le comunicó a la accionante la terminación unilateralmente del “Convenio de Vincula‐
ción de Trabajo Colectivo” a partir de esa misma fecha. El documento contiene la firma de la

accionante
[31]

.

 

b)    Expediente T-9.306.800

 

Hechos[32]  
 

11.  La accionante Sara Juliza Cárdenas Hernández tiene 21 años[33], es madre soltera, ca‐
beza de hogar, cursó hasta “octavo grado”, tiene un hijo de 1 año y el bebé que espera. In‐
dicó que el 27 de octubre de 2022 suscribió contrato a término fijo por 6 meses, entre el 27
de octubre de 2022 hasta el 26 de abril de 2023, con la empresa de Mantenimientos y Aseo
SAS (en adelante Mantysas), cuyo objeto era ejercer labores de limpieza en zonas comunes y
otras dependencias del conjunto residencial Ensueños de Saucedal, ubicado en el municipio
de Chía. Manifestó que ejerció las labores contratadas bajo la subordinación de los señores
Giovanni Moreno y Elizabeth Rangel, recibiendo un solo llamado de atención “por no po‐

nerse la gorra de dotación entregada por la empresa aseadora”
[34]

.

12. Señaló que en el horario de la mañana del día 3 de enero de 2023 se reunió con su jefe
inmediata, la señora Elizabeth Rangel, para hablar de asuntos relacionados con sus labores
en la copropiedad y allí le manifestó sobre su estado de gestación. Sin embargo, esta le in‐
dicó que tal situación “era un problema para la empresa”. Agregó que en horas de la tarde de

mailto:coordinacionagesoc215@gmail.com
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ese día la empresa accionada le informó que a partir de esa esa fecha el “contrato laboral se
daba por terminado”, bajo el argumento de que “existía un incumplimiento de parte de la ac‐
cionante y debía firmar la terminación por justa causa”. Además, se le advirtió que no vol‐
viera a las instalaciones del conjunto donde ejercía sus labores porque “una persona ocuparía
el puesto y la labor que venía ejecutando”.

 

13. Finalmente mencionó que, la empresa Mantysas le consignó en su cuenta de nómina la
suma de $456.539, por concepto de liquidación, la cual no ha retirado y que la accionada no
le realizó los aportes al sistema de seguridad social, por cuanto en la ADRES aparece en el
régimen subsidiado y no como cotizante. Aseguró que la terminación del contrato pone en
riesgo su subsistencia y la de sus hijos. Por lo anterior, consideró vulnerados sus derechos
fundamentales al trabajo, a la estabilidad laboral reforzada, a la dignidad humana y al mí‐

nimo vital
[35]

. Por tanto, solicitó i) el reintegro a la empresa Mantysas y ii) “el pago de to‐
dos los salarios y los aportes de seguridad social”.

 

Respuestas de las accionadas y vinculadas[36]

 

14.  Mantysas[37] solicitó “desestimar todas las pretensiones”. Señaló que a la accionante se
le terminó el contrato de trabajo “con justa causa por violación directa a las obligaciones del

trabajador”, específicamente por cuatro llamadas de atención verbales y uno escrito
[38]

, las
cuales fueron aceptadas de forma libre y voluntaria por la trabajadora “al momento de firmar
el contrato”. Señaló que la actora “jamás manifestó a la señora Elizabeth Rangel que estaba
en embarazo” y enfatizó que la reunión sostenida con la jefe inmediata el 3 de enero de 2023
fue para comunicarle la terminación del contrato, que la accionante se negó a firmar -carta de

terminación- por lo que tuvo que recurrir a dos testigos para que lo hicieran
[39]

. Así mismo,
destacó que la prueba de embarazo fue realizada el 5 de enero de 2023, es decir, dos días
después de la terminación del vínculo laboral, lo cual, en su criterio, deja en evidencia que
“no tenía conocimiento de su estado”. Agregó que el 4 de enero de 2023 se consignó la liqui‐

dación en su cuenta de nómina[40] y se le realizó el pago “de todos los emolumentos

laborales”
[41]

.

 

15. El Conjunto Residencial Ensueños del Saucedal guardó silencio.
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Sentencias objeto de revisión

 

Primera instancia
[42]

 

16. El 20 de enero de 2023, el Juzgado Primero Penal Municipal de Chía, Cundina‐
marca, negó el amparo solicitado y desvinculó de la acción al conjunto residencial Ensueños
del Saucedal P.H. El despacho señaló que según la Sentencia SU-075 de 2018, “el empleador
no debe asumir el pago de cotizaciones a la seguridad social ni el pago de la licencia de ma‐
ternidad cuando desvincula a la trabajadora sin conocer su estado de embarazo”. Con funda‐
mento en ello sostuvo que aun cuando la accionante afirmó que el 3 de enero de 2023 había
puesto en conocimiento de su jefe directa que se encontraba en estado de gestación, lo cierto
era que no obraba prueba alguna que así lo acreditara, pues el examen que se aportó era del 5
de enero de 2023, es decir, con posterioridad a la terminación del vínculo laboral. En conse‐
cuencia, sostuvo que “no había lugar al reconocimiento de una estabilidad laboral reforzada
a favor de la accionante, dado que la terminación del contrato a término fijo se sustentó en

una justa causa
[43]

 y el empleador no tenía conocimiento de su embarazo”.

 

17. Impugnación[44]. La accionante impugnó el fallo y solicitó se concedieran las preten‐
siones solicitadas. Señaló que la empresa accionada no probó los supuestos cuatro llamados
de atención que le realizaron e insistió que solo fue uno, el cual, en su criterio, no era sufi‐
ciente para dar por terminado el contrato de trabajo por justa causa, máxime cuando no fue
llamada a descargos bajo un debido proceso. Agregó que el empleador actuó de mala fe al
señalar que no tenía conocimiento de su estado de embarazo, porque el 3 de enero de 2023 le
informó a su jefe inmediata sobre su estado de gestación y en horas de la tarde de ese mismo
día le fue comunicada la terminación del contrato.

 

Segunda instancia
[45]

 

18. El 1 de marzo de 2023 el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Zipaquirá confirmó
la decisión de primera instancia. Indicó que la prueba de embarazo fue realizada con poste‐
rioridad a la terminación del contrato y no se evidenciaron elementos que permitieran colegir
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la existencia de un nexo causal, es decir, “que la empresa tenía conocimiento del estado de
embarazo de la accionante y que ello hubiera sido el fundamento de la decisión de terminar
unilateralmente la relación laboral”, ya que obedeció a una justa causa por incumplimiento
del reglamento de trabajo. En ese sentido, concluyó que en el caso no procedía la protección
reforzada por fuero de maternidad o lactancia conforme al precedente constitucional vigente
-Sentencia SU-075 de 2018.

 

Pruebas que obran en el expediente

 

i) Copia del contrato de trabajo
[46]

.

ii) Copia de la liquidación laboral suscrita por Mantysas
[47]

.

iii) Copia de la cédula de ciudadanía de Sara Juliza Cárdenas Hernández[48].

iv) Prueba positiva de embarazo realizada el 5 de enero de 2023 por el laboratorio clínico

Angélica Montañez
[49]

.

v) Certificado de la ADRES de 1 de mayo de 2023 en el que se refleja que la accionante per‐

tenece al régimen subsidiado, como madre cabeza de familia y en estado “activo”
[50]

.

vi) Planilla de aportes a la seguridad social realizados por la empresa Mantysas a favor de la

accionante[51].

 

Actuaciones en sede de revisión

 

19. La Sala de Selección Número Cuatro de la Corte Constitucional mediante Auto de 28 de
abril de 2023 ordenó seleccionar para revisión los expedientes T-9.298.682 y T-9.306.800, y
dispuso su acumulación y reparto al despacho del magistrado José Fernando Reyes Cuartas,
para lo de su competencia.
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20. En ejercicio de sus competencias, en especial las que confiere el Reglamento Interno
(Acuerdo 02 del 22 de julio de 2015), mediante auto de 31 de mayo de 2023, se vinculó al
trámite a la señora Elizabeth Rangel, en calidad de jefe inmediata o coordinadora de Sara Ju‐
liza Cárdenas Hernández y a la administración del conjunto residencial Ensueños del Sauce‐
dal P.H, para que se pronunciaran sobre la solicitud de amparo invocada por la accionante
(expediente T-9.306.800). Además, se decretaron pruebas relativas a esclarecer cuatro ejes
temáticos: ii) las situaciones pasadas y actual sobre el estado de gravidez de las accionantes y
las circunstancias que rodearon el despido; iii) los mecanismos ordinarios de defensa judicia‐
les interpuestos; y, iv) asuntos circunstanciales surgidos en el marco de la relación laboral

(expedientes T-9.298.682 y T-9.306.800)
[52]

.

 

Respuestas allegadas en sede de revisión

 

21. Expediente T-9.298.682: Alexandra Rodríguez Morantes[53]
 expuso que i) su situación

económica es muy difícil desde que la despidieron porque solo le pagaron $800.000 de liqui‐
dación por el tiempo que laboró; ii) su núcleo familiar lo integran su compañero sentimental
quien también se encuentra desempleado y sus hijos: uno de 12 años que “no tiene papá” y

otro de “41 días de nacido”[54]; ii) viven en un apartamento arrendado y su madre les
“ayuda” con los pagos mensuales; iii) con el despido se perjudicó porque no pudo volver a
cubrir sus obligaciones crediticias y se quedó sin EPS al igual que su hijo de 12 años; y iv)
actualmente viven de la ayuda que les proporciona la familia. Agregó que v) desde la semana
11 de gestación no pudo volver a los controles debido a que se quedó sin EPS; vi) intentó afi‐
liarse al régimen subsidiado, pero no obtuvo el puntaje; vii) sin embargo, su hermano le cola‐
boró con el pago de la EPS; y viii) su hijo nació el 11 de mayo de 2023, con un trastorno de
succión y se encuentra en controles por pediatría.

 

22. Explicó que había firmado contrato con “AGESOC” para trabajar con la Red de Salud
Ladera, donde se desempeñó como jefe de facturación en cuatro puestos de salud. Allí se en‐
cargaba de que “las facturas generadas mensualmente llegarán a la sede administrativa” y
también “del recaudo del dinero de las 4 IPS el cual se debía recaudar, contar y empacar en
bolsas de seguridad”, para luego entregarlo a los escoltas de seguridad a efectos de que reali‐
zara la consignación. Además, indicó que su jefe inmediato era el señor Carlos Holmes Agui‐
lar, “jefe de facturación” de esa entidad, sus horarios de trabajo eran de lunes a viernes de
7:00 am a 5:00 pm, debía cumplir órdenes directas del mencionado señor y su compensación
mensual era de $1.900.000. Sostuvo que al informar a AGESOC sobre su estado de emba‐
razo, tres días después la suspendieron “por presuntas irregularidades que sucedieron en el
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mes de agosto de año 2022” y que el Subgerente de AGESOC la “hizo firmar una carta a
mano donde se declarara culpable por dichos acontecimientos”. Finalmente, indicó que no
adelantó ningún trámite judicial.

 

23. AGESOC
[55]

 reiteró que la accionante el 21 de octubre de 2020 suscribió con la Asocia‐
ción “convenio de servicio colectivo N°. 215.720 para el desarrollo y gestión de un contrato
sindical suscrito con el empresario la Red de Salud Ladera E.S.E., generando el trabajo co‐
lectivo auxiliar administrativo en calidad de afiliado partícipe” y, por tanto, consideró que no
existió una relación laboral. Señaló que la accionante ejerció actividades colectivas en el área
de facturación tendientes “al desarrollo de los contratos sindicales suscritos y se fijó un hora‐
rio de trabajo colectivo de índole administrativo de lunes a viernes de 7:00 am a 5:00 pm”.
Indicó que no solicitó autorización al Ministerio de Trabajo para despedir a la accionante,
porque “se configuró una causal objetiva y justa para dar por terminado el convenio de vin‐
culación colectiva”, de acuerdo con la cláusula 6.1. del reglamento del contrato sindical que
permite “la terminación unilateral por cualquiera de las partes”.

 

24. Respecto a la suspensión temporal de las funciones de la accionante señaló que el “17 de
octubre de 2023” solicitó su versión libre por “haber anulado unas facturas que correspon‐
dían a la toma de unos exámenes de laboratorio practicados a su hijo y esposo, conducta que

fue aceptada por la accionante y se le impuso como sanción una suspensión”
[56]

, dado que
“puso en riesgo la ejecución y desarrollo de los contratos sindicales suscritos con la Red de
Salud Ladera E.S.E”. La suspensión de la actividad colectiva fue por el término de 8 días,
del 19 de octubre de 2022 al 27 de octubre siguiente, y la terminación unilateral del convenio
de vinculación de trabajo colectivo ocurrió el 26 de octubre de 2022, según se observa en los
documentos aportados por AGESOC (acta de suspensión y carta de despido).

 

25. AGESOC[57] se pronunció frente a lo manifestado por la accionante. Señaló que la se‐
ñora Alexandra Rodríguez Morantes manifestó que su situación económica es muy difícil,
pero no aportó prueba que acreditara tal condición. Destacó que luego de su terminación del
contrato colectivo, la accionante estuvo afiliada inicialmente como beneficiaria y actual‐
mente en calidad de cotizante, por lo que dispone de cobertura al Sistema de Seguridad So‐
cial en Salud. Agregó que el hecho de haber tenido la calidad de beneficiaria inicialmente

obedeció a que “algún miembro de su núcleo familiar la incluyó”
[58]

. Finalmente, precisó
que reiteraba lo expresado en la acción de tutela en lo atinente al convenio colectivo.
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26. Expediente T-9.306.800: El apoderado de Mantysas
[59]

 señaló que i)  a la accionante se
le terminó el contrato “al omitir el uso de los elementos de protección propios de su cargo”;
ii) no solicitó autorización al Ministerio de Trabajo porque “no había informado a su jefe in‐
mediato de alguna novedad médica”; iii) a la trabajadora se le hicieron cuatro llamados de
atención verbales por llegar “20 minutos posteriores a la hora de inicio de sus labores” y
“por ingresar a laborar con elementos que no corresponden al uniforme que conllevan un
riesgo laboral”, lo cual “se considera una falta grave, ya que genera un peligro inminente en
la ejecución de las labores”, además que ello “en el mundo de las empresas” se entiende
como un incumplimiento del contrato y, por tanto, “una justa causa de terminación laboral”.

 

27. Agregó que iv) los llamados de atención estaban acompañados de unos descargos que
fueron rendidos por la trabajadora “en el mismo instante en donde se realizaba el llamado de
atención (…), los cuales son de pleno conocimiento de la trabajadora y fueron firmados y
aceptados por ella desde el ingreso a la compañía”. Al respecto, anexó dos declaraciones ex‐
trajuicio del 22 de junio de 2023 realizadas por Gleidys Gómez Rangel, en calidad de Super‐
visora de la Empresa Mantenimiento y Aseo S.A.S., indicando que los días 26 y 30 de no‐
viembre de 2022 se realizaron llamados de atención verbal por “las continuas llegadas tarde
al trabajo” y “por llevar elementos que no corresponden a la dotación de trabajo”.

 

28. Sara Juliza Cárdenas
[60]

 se pronunció frente a lo manifestado por Mantysas. Indicó que
el llamado de atención que le realizó la empresa demandada se le hizo una sola vez y fue
“por el no uso de la gorra de dotación, la cual se quitó debido a la ardua labor y alto grado de
sudoración por la actividad laboral de aseadora de las torres asignadas” y que, en su mo‐
mento, explicó “el motivo por el cual se quitó de manera momentánea dicho implemento de
protección”. Resaltó su preocupación por las declaraciones extrajuicio aportadas, dado que
“desconoce quién sea la señora Gleidys Gómez Rangel”, pues aseguró que quien supervisaba
sus actividades “era la hija de Elizabeth Rangel, la señorita Scarlet”. Además, destacó que
“nunca se le realizó un debido proceso y que la parte accionada solo busca ocultar el verda‐
dero motivo de terminación del contrato, [el cual] fue por su estado de gestación”.

 

29. Frente a la solicitud de autorización al Ministerio de Trabajo señaló que era falaz la afir‐
mación realizada por la parte accionada”, dado que “le había manifestado de manera verbal
su estado de gravidez a la señora Elizabeth Rangel y esta le manifestó que hablaría con el Sr.
Giovanny para que pudieran adaptar las labores de acuerdo con su estado de embarazo, ya
que las funciones de aseo en la copropiedad Ensueños de Saucedal P.H. requiere de gran es‐
fuerzo físico, porque son 26 torres de 6 pisos (sin ascensor) más las zonas comunes de la co‐
propiedad, labores ejecutadas únicamente por 4 aseadoras”. Explicó que se había realizado
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varias pruebas caseras de embarazo pero que “por cuestiones higiénicas y de dignidad hu‐
mana no se exhibieron al empleador al momento en que se informó el estado de gravidez”;
sin embargo, destacó que como “la empleadora manifestó que no tenía conocimiento” proce‐
dió a realizarse la prueba de sangre para que un profesional certificara su estado de
embarazo.

 

30. La Administradora del Conjunto Residencial Ensueños de Saucedal P.H
[61]

 señaló que
desconoce los hechos objeto de tutela, porque “a la reunión del 3 de enero de 2023 no fue
convocada la copropiedad y tampoco existió previo aviso de la realización de una reunión
con algún trabajador ni de que su objeto fuera la terminación unilateral del contrato laboral
de la Sra. Sara Juliza Cárdenas Hernández”. Explicó que la copropiedad se halla bajo la fi‐
gura de tercerización del servicio de aseo” y, por tanto, no posee el carácter de empleador,
pues Mantysas “dispone de sus empleados para el cumplimiento del contrato”. Por último,
mencionó que “por parte de la copropiedad no existió requerimiento alguno hacia la Sra.
Sara Juliza Cárdenas Hernández ni existió inconformidad frente al servicio de la trabajadora
que se pusiera en conocimiento de la empresa para tomar decisiones en contra de la misma”.

 

31. La vinculada Elizabeth Rangel guardó silencio
[62]

.

 

II.              CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

 

Competencia

 

32. Esta Sala es competente para analizar los fallos materia de revisión, de conformidad con
lo establecido en los artículos 86 y 241-9 de la Constitución, y 31 a 36 del Decreto 2591 de
1991.

 

Problemas jurídicos y metodología de decisión
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33. Atendiendo a los antecedentes descritos y de verificarse el cumplimento de los paráme‐
tros de procedencia de tutela por despido de mujer embarazada, corresponderá a esta Sala de
Revisión responder los siguientes interrogantes:

 

Expediente T-9298682: ¿Se vulneran por parte de un sindicato los derechos a la estabilidad
laboral reforzada, al trabajo y a la seguridad social de la mujer embarazada o lactante cuando
se da por terminado un convenio colectivo de trabajo sin solicitar autorización al Ministerio
de Trabajo, aun cuando se indica que ello obedeció a una justa causa y además se alude a una
sanción disciplinaria?

 

Expediente T-9.306.800: ¿Se desconocen los derechos fundamentales a la estabilidad laboral
reforzada, al trabajo y a la seguridad social de la mujer embarazada o lactante cuando se da
por terminado un contrato a término fijo, sin haber solicitado autorización al Ministerio de
Trabajo, aun cuando se alude que ello obedeció a una justa causa y amparado en una sanción
disciplinaria?

 

34. Para responder a los interrogantes planteados, la Sala atenderá como metodología de aná‐
lisis i) el derecho a la estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada con independen‐
cia de la modalidad de vinculación laboral, incluyendo el contrato sindical y la autorización
del Ministerio de Trabajo por despido de mujer embarazada aun cuando se alegue una justa
causa; ii) la notificación del estado de embarazo; y, finalmente, iii) se resolverán los casos
concretos.

 

  La estabilidad laboral reforzada de las mujeres en estado de embarazo y lactancia
cuando la vinculación de la trabajadora se realiza mediante un contrato laboral o cual‐
quier otra alternativa de trabajo:   las Sentencias SU-070 de 2013 y SU-075 de 2018.

Reiteración de jurisprudencia
[63]

35. Esta corporación ha señalado que la especial protección y asistencia a la mujer gestante y
lactante encuentran fundamento en los artículos 5º, 11, 13, 42 y 43 de la Constitución, así

como en diferentes normas que integran el bloque de constitucionalidad[64], en particular,

los artículos 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales
[65]

,
11.2 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la

Mujer
[66]

, 9.2 del Protocolo Facultativo Adicional a la Convención Americana sobre Dere‐
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chos Humanos
[67]

 y 4º del Convenio 183 de 2000 de la Organización Internacional del Tra‐
bajo, entre otras. De otra parte, la legislación colombiana regula en el capítulo V del Código

Sustantivo del Trabajo lo relativo a la protección de la mujer gestante trabajadora[68].

 

Alcance de la Sentencia SU-070 de 2013

 

36. La Corte en la Sentencia SU- 070 de 2013 consolidó una posición de las diferentes salas
de revisión sobre lo concerniente a la estabilidad laboral reforzada de mujer embarazada y
lactante, destacando que dicha garantía era aplicable a todas las mujeres trabajadoras en el
ámbito laboral y, además, se extiende a toda alternativa de trabajo, sustentadas en relaciones
contractuales distintas al contrato de laboral (contrato de   prestación de servicios) o de un
contrato de trabajo verbal o escrito (por obra o labor contratada, a término fijo o indefinido).
Ello, en virtud del principio de estabilidad laboral y de primacía de la realidad sobre las for‐

mas, así como a la protección de la mujer y de la maternidad
[69]

.

 

37. En esa medida, la Sala Plena unificó las reglas aplicables en los diferentes tipos de con‐
tratos y alternativas laborales, precisando que la procedencia de medidas protectoras depen‐
derá de “a) la existencia de una relación laboral o de prestación y b) que la mujer se encuen‐
tre en estado de embarazo o dentro de los tres meses siguiente al parto, en vigencia de dicha

relación laboral o de prestación”
[70]

. Además, destacó la existencia de dos presunciones por
embarazo: una, en virtud de lo establecido en el artículo 239 del Código Sustantivo del

Trabajo[71] (CST), en armonía con la modificación realizada en la Ley 2141 de 2021[72]; y,
otra, cuando en los contratos a término fijo y en los de prestación de obra o labor, el emplea‐
dor no los renueva o no celebra un nuevo contrato con la mujer embarazada y aquel no de‐
muestra que ha desaparecido la necesidad del servicio (o el objeto del contrato). En esos ca‐

sos se presume que la falta de renovación del vínculo se dio en razón de su condición
[73]

.

 

38. Para la Corte el conocimiento del embarazo de la trabajadora no constituía un requisito
para establecer si existía o no protección, sino para determinar el grado de la protección,
cuyo alcance se determinaba “según la modalidad de contrato y según si el empleador (o
contratista) conocía o no del estado de embarazo de la empleada al momento de la
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desvinculación”
[74]

; de manera que el conocimiento del embarazo por parte del empleador
daba lugar a una protección “integral y completa”; mientras que en los casos en que existe

falta de conocimiento por parte del empleador procedía una “protección más débil”[75]. 

 

Del fuero de maternidad en los contratos con empresas que prestan servicios de
tercerización

 

39. Ahora bien, en los supuestos fácticos distintos a los del contrato laboral (cooperativas de

trabajo asociado[76], empresas de servicios temporales[77] y contratos de prestación de ser‐
vicios), la Sala Plena explicó que le corresponde al juez de tutela verificar si existe un inmi‐
nente riesgo de afectación al mínimo vital o de otros derechos fundamentales de la accio‐
nante, analizando cada caso particular a fin de determinar si bajo esa figura contractual no se
está ocultando una relación laboral. Para el efecto precisó que se debe verificar los elementos
fundamentales de un contrato de trabajo (salario, subordinación y prestación personal del
servicio) y si se concluye la concurrencia de esos tres elementos se estaría en presencia de un
verdadero contrato de trabajo. En tal evento, se aplicarían las reglas establecidas para los
contratos a término indefinido, a término fijo o por obra o labor contratada o prestación de
servicios, según sea el caso. Si se demuestra que no se trata de un contrato laboral igual‐
mente proceden las medidas de protección derivadas del fuero de maternidad, dado que la
Corte en dicha sentencia de unificación reiteró la protección a la mujer embarazada en todas
las alternativas laborales.

 

40. Específicamente, en el supuesto de vinculación mediante contrato de prestación de ser‐
vicios, la Corte señaló que cuando se configura un contrato realidad se deben aplicar las re‐
glas establecidas para el contrato laboral a término fijo, dado que dentro de sus característi‐
cas se trata de un contrato temporal “indispensable para ejecutar el objeto contractual

convenido”
[78]

. Ahora, si no se configura el contrato realidad, pero el contratista conocía del
estado de embarazo, subsiste la causa del contrato y si no cuenta con el permiso del Inspector
de Trabajo el juez deberá ordenar: “a. La renovación de la relación contractual, la cual se
dará hasta por el término del periodo de lactancia. b. El pago de los honorarios dejados de
percibir desde la fecha de no renovación del contrato, hasta la renovación del mismo; c. El
pago por concepto de la indemnización por despido discriminatorio; y d. El pago de la licen‐
cia de maternidad. Este pago no se realizará si en el caso se acredita que la madre disfrutó de
la licencia de maternidad. e. En el evento en el que el término del periodo de lactancia haya
terminado, procederá el reconocimiento de los honorarios dejados de percibir hasta la termi‐

nación de periodo de lactancia”
[79]

.
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41. Ahora bien, en los casos de las personas que suscriben un contrato sindical, cuando una
trabajadora/afiliada es desvinculada de la ejecución de dicho contrato estando embarazada o

en periodo de lactancia, la Corte en la Sentencia T-138 de 2015
[80]

 sostuvo que en esos
eventos resulta “evidente la afectación de uno o varios derechos fundamentales”; primero,
porque “la protección a la estabilidad laboral reforzada para mujer embarazada o lactante es
procedente independientemente del tipo de contrato por medio del cual se encuentra vincu‐
lada”, pues para hacer efectiva la protección “en aquellas relaciones que no revisten la natu‐
raleza de laborales (…), deben asimilarse estas ‘a una relación laboral sin condiciones espe‐
cíficas de terminación; categoría esta que se ha concretado en las normas legales como punto
de partida para la aplicación de la protección contenida en el denominado fuero de materni‐
dad’ (…)” y, segundo, por cuanto “la garantía de estabilidad laboral reforzada para mujer
embarazada o lactante en los casos de ejecución de contrato sindical procede no solo en vir‐
tud del principio de no discriminación o del conjunto de garantías constitucionalmente dis‐
puestas para la mujer en ese estado, sino por la naturaleza misma del sindicato es decir, su
deber de solidaridad con sus afiliados y su necesaria sujeción a orden legal y a los principios
democráticos (artículo 39 superior)”.

 

42. De este modo, precisó que “en estos casos el juez constitucional puede intervenir para
hacer efectiva la protección constitucional antes señalada y que, para la terminación o no re‐
novación de un contrato entre trabajadora/afiliada, embarazada o lactante y el sindicato, cele‐
brado en virtud de un contrato sindical, se hace indispensable la autorización del Inspector de

Trabajo con el fin de resguardar los derechos de esta”[81]. Sobre el contrato sindical -defini‐
ción, naturaleza y modalidad-, se hará alusión más adelante, infra 63 a 67.

 

43. En línea con lo último, la Corte en la Sentencia T-104 de 2022 destacó su preocupación
frente a la utilización recurrente “de mecanismos de flexibilización laboral como son los
contratos de tercerización de servicios, para intentar evadir obligaciones legales en relación
con la protección de las trabajadoras en estado de embarazo que representan prácticas com‐

plejas de evidente discriminación institucional y estructural contra la mujer gestante”
[82]

. En
esa medida, señaló que “se hace indispensable seguir el precedente planteado en la Sentencia
C-470 de 1997 cuya fuerza vinculante es indiscutible y debe ser principio orientador de las
sentencias de tutela en cuanto se trata de una interpretación directa de nuestra Carta Política

sobre un mandato al Legislador para garantizar la protección de la mujer embarazada”
[83]

.



27/12/23, 13:58 T-312-23 Corte Constitucional de Colombia

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2023/T-312-23.htm 19/62

44. En suma, la Corte ha sentado la prohibición de desvincular a una trabajadora gestante o
lactante con independencia de la modalidad contractual o laboral, sin la respectiva autoriza‐
ción del Ministerio de Trabajo, pues de hacerlo se presume que el despido es discriminatorio,
al tener como fundamento precisamente la condición de ser gestante. Dicha regla se aplica
inclusive “a las empresas de servicios temporales, a las cooperativas de trabajo asociado, a

las empresas comerciales dedicadas a la tercerización”
[84]

 y a los contratos entre
trabajadora/afiliada embarazada o lactante y un sindicato celebrado en virtud de un contrato

sindical[85], toda vez que la garantía a la estabilidad laboral reforzada derivada del fuero de
maternidad tiene por objeto “evitar que se excluya a las mujeres del mercado laboral debido

a su estado de embarazo”
[86]

.

 

Alcance de la Sentencia SU-075 de 2018

 

La autorización del Ministerio de Trabajo por despido de mujer embarazada aun cuando se
alegue una justa causa 

 

45. La Sentencia SU-075 de 2018 mantuvo en gran medida las reglas de unificación estable‐
cidas en la Sentencia SU-070 de 2013, sin embargo, modificó las reglas relacionadas con el
alcance de la protección en los casos en que no existe conocimiento del empleador del es‐
tado de embarazo de la trabajadora. En dicho supuesto, la Corte sostuvo que “no hay lugar
a la protección derivada de la estabilidad laboral reforzada” y, por tanto, este no debe asumir
el pago de cotizaciones a la seguridad social ni el pago de la licencia de maternidad cuando
desvincula a la trabajadora. Para la Corte, la regla jurisprudencial establecida en la Sentencia
SU-070 de 2013 según la cual el empleador debía asumir determinadas cargas prestacionales
aún sin conocer el estado de embarazo de la persona, imponía una obligación desproporcio‐
nada, pues la desvinculación laboral no había sido consecuencia de un acto de

discriminación
[87]

 y de allí que modificara parcialmente el precedente anterior. No obstante,
aclaró que cuando el empleador conoce del estado de embarazo de la mujer gestante, “tiene
prohibido desvincular a dicha trabajadora sin la respectiva autorización del Inspector del Tra‐

bajo, aun cuando medie una justa causa”[88].  

                                                                           

46. La Corte en atención a la situación fáctica de los casos analizó la aplicación de la garan‐
tía de la estabilidad laboral reforzada por fuero de maternidad en las modalidades de contrato
a término indefinido, por obra o labor contratada y a término fijo. Para mayor ilustración la
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Sala reiterará las reglas establecidas en la Sentencia SU-070 de 2013 y las modificaciones
que introdujo la Sentencia SU-075 de 2018, conforme fueron sintetizadas en la Sentencia T-

329 de 2022
[89]

, pero solo se hará alusión a los contratos de término fijo, dada su pertinen‐
cia para uno de los casos objeto de estudio:

 

Modalidad

Reglas en la Sentencia SU-070 de 2013

Reglas en la Sentencia SU-075 de 2018Conocimiento del em‐
pleador sobre el

embarazo

Falta de conocimiento del
empleador sobre el

embarazo
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Contrato a
término

fijo

Si la desvinculación
ocurre antes del venci‐
miento del plazo pac‐
tado y el empleador no
acudió al inspector del
trabajo, tiene lugar una
protección integral. Se
debe ordenar el reinte‐
gro y el pago de las ero‐
gaciones dejadas de
percibir en los términos
del artículo 239 del
CST

Si la desvinculación ocurre
antes del vencimiento del
contrato y no se adujo
justa causa, tiene lugar una
protección intermedia. Se
debe ordenar, como mí‐
nimo, el pago de las cotiza‐
ciones durante el periodo
de gestación. No obstante,
el reintegro solo procederá
cuando se demuestre que
las causas del contrato la‐
boral no desaparecen. Si no
resulta posible el reintegro,
puede ordenar el pago de
indemnizaciones por des‐
pido sin justa causa.

Si el empleador conoce del estado de gestación de la
trabajadora pueden presentarse dos situaciones:

 

(a) que la desvinculación ocurra antes de la termina‐
ción de la obra o labor contratada sin la previa califi‐
cación de una justa causa por el inspector del trabajo:
en este caso se debe aplicar la protección derivada del
fuero de maternidad.

(b) Que la desvinculación ocurra al vencimiento del
contrato y se alegue como una justa causa la termina‐
ción de la obra o labor contratada. En este caso el em‐
pleador debe acudir antes de la terminación de la
obra ante el Inspector del Trabajo para que determine
si subsisten las causas objetivas que dieron origen a la
relación laboral. En caso afirmativo el empleador de‐
berá extender el contrato por lo menos durante el pe‐
riodo del embarazo y las 18 semanas posteriores. Si
dicho funcionario establece que no subsisten las cau‐
sas del contrato se podrá dar por terminado el contrato
y deberán pagarse las cotizaciones que garanticen el
pago de la licencia de maternidad.
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Si la desvinculación
ocurre una vez vencido
el contrato y se alega
como justa causa dicha
circunstancia, debe acu‐
dirse al inspector del
trabajo. En este caso,
tiene lugar una protec‐
ción intermedia.

Si la desvinculación ocurre
antes del vencimiento del
contrato y se alega una
justa causa distinta al cum‐
plimiento del plazo pac‐
tado, tiene lugar una pro‐
tección débil. Se debe or‐
denar el pago de las cotiza‐
ciones durante el periodo
de gestación. No obstante,
si el embarazo ya culminó,
como medida sustitutiva el
empleador deberá cancelar
la totalidad de la licencia
de maternidad.

Si el empleador no acude ante el Inspector del Tra‐
bajo, el juez de tutela debe ordenar el reconocimiento
de las cotizaciones durante el periodo de gestación y la
renovación procede si se demuestra que las causas del
contrato laboral no desaparecen. Si se desconoce la re‐
gla de acudir al inspector de trabajo el empleador
puede ser sancionado con el pago de los 60 días de sa‐
lario previsto en el artículo 239 del CST

Si la desvinculación ocurre
una vez vencido el contrato
y se alega como justa
causa dicha circunstancia,
tiene lugar una protección
intermedia. Se debe orde‐
nar, como mínimo, el pago
de las cotizaciones durante
el periodo de gestación. No
obstante, si el embarazo ya
culminó como medida sus‐
titutiva el empleador de‐
berá cancelar la totalidad
de la licencia de
maternidad.

El reintegro solo procederá
cuando se demuestre que
las causas del contrato la‐
boral no desaparecen. Tam‐
poco se reconoce el pago
de salarios dejados de per‐
cibir, porque se entiende
que el contrato pactado ya
había terminado.

Si existe duda sobre si el empleador conoce el estado
de gestación opera la presunción de despido por razón
del embarazo consagrada en el artículo 239 del CST.
En todo caso se debe garantizar el derecho de defensa
del empleador, pues no hay lugar a responsabilidad
objetiva.

Si el empleador no conoce el estado de gestación de la
trabajadora, con independencia de que se haya adu‐
cido una justa causa, no hay lugar a la protección deri‐
vada de la estabilidad laboral reforzada.

 

47. En conclusión, de acuerdo con el precedente constitucional vigente el fuero de estabili‐
dad laboral reforzada a favor de la mujer gestante o lactante procede siempre que se acredi‐
ten las siguientes condiciones: i) la existencia de una relación laboral o contractual; ii) que la
trabajadora se encuentre en estado de embarazo o en periodo de lactancia durante la vigencia
del vínculo laboral o contractual; y iii) el conocimiento por parte del empleador del estado de
embarazo. Finalmente, dependiendo de la alternativa laboral procederá el grado de
protección.

 

Acreditación del conocimiento del empleador o contratante del estado de embarazo de
la trabajadora. Las sentencias SU-070 de 2013 y SU-075 de 2018
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48. Como se indicó, la Sentencia SU-075 de 2018 modificó el precedente establecido en la
Sentencia SU-070 de 2013 en el sentido de que estableció que el amparo del derecho a la es‐
tabilidad laboral reforzada de las mujeres en estado de embarazo requiere que se acredite el
conocimiento del empleador del estado de gravidez de la mujer al momento de terminar el
vínculo laboral. Sin embargo, pese a esa modificación, la Sentencia SU-075 de 2018 man‐
tuvo el estándar probatorio desarrollado en la sentencia de 2013, esto es, respecto a la forma
como se entiende acreditado dicho requisito.

 

49. En esa dirección, respecto de la forma como debe acreditarse el conocimiento del em‐
pleador del estado de embarazo de la trabajadora, en la Sentencia SU-070 de 2013 se sostuvo
que no se requería de mayores formalidades, ya que podía darse “por medio de la notifica‐
ción directa, método que resulta más fácil de probar, pero también, porque se configure un
hecho notorio o por la noticia de un tercero”. Concretamente,  señaló que se podría demos‐
trar a través de los siguientes supuestos: “i) cuando el embarazo se encuentra en un estado que
permite que sea inferido; ii) se solicitan permisos o incapacidades laborales con ocasión del
embarazo; iii) cuando el embarazo es de conocimiento público por parte de compañeros de
trabajo; y, iv) se puede concluir que el empleador tenía conocimiento del embarazo cuando las
circunstancias que rodearon el despido y las conductas asumidas por el empleador permiten

deducirlo”
[90]

. Sin embargo, se aclaró que dichas circunstancias son meramente descriptivas
y no taxativas, ya que “es tarea de las o los jueces de tutela analizar con detenimiento las cir‐
cunstancias propias del caso objeto de estudio para concluir si es posible o no inferir que aun
cuando la notificación no se haya hecho en debida forma, existen indicios que conduzcan a

afirmar que el empleador sí conoció previamente el embarazo de la trabajadora”[91]. Lo an‐
terior bajo el entendido de que “no es necesaria la notificación expresa del embarazo al em‐

pleador, sino su conocimiento por cualquier medio”
[92]

.

 

50. En concordancia con lo anterior, respecto de los medios de prueba y la valoración que
debe otorgarle el juez a los mismos, en la Sentencia SU-075 de 2018, la Corte señaló que
para efectos de demostrar si el empleador conocía el estado de embarazo de la trabajadora,
“los jueces deben valorar las posibles evidencias de que el empleador tuvo noticia del estado
de gravidez de la trabajadora en el marco del principio de libertad probatoria” y dicha eva‐
luación debe realizarse  a partir de la sana crítica de todas las pruebas que se aporten al pro‐
ceso, “entre las cuales pueden enunciarse las testimoniales, documentales, indicios e inferen‐

cias, entre otros”
[93]

.
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51. En suma, si bien el conocimiento del empleador sobre el estado de gestación de la mujer
trabajadora no exige mayores formalidades y existe libertad probatoria para demostrarlo, a
partir de la Sentencia SU-075 de 2018 dicho aspecto, en todo caso, debe acreditarse y la
carga de probarlo recae en quien alega el hecho, a efectos de que procedan las órdenes ten‐

dientes a la garantía de la estabilidad laboral reforzada
[94]

. No obstante, la Corte también ha
señalado que cuando se advierten dificultades probatorias porque no exista un documento a
través del cual se hubiere notificado al empleador sobre el estado de embarazo de la accio‐
nante y subsistan dudas sobre el conocimiento del empleador, le corresponde a este desvir‐

tuar la presunción del artículo 239 de CST
[95]

.

 

  Casos concretos

 

a.     Los asuntos objeto de análisis cumplen con los requisitos de procedencia formal de
la acción de tutela

 

52. Legitimación por activa. En los expedientes T-9.298.682 y T-9.306.800, las señoras Ale‐
xandra Rodríguez Morantes y Sara Juliza Cárdenas Hernández actúan en causa propia como
titulares de los derechos invocados. Estas acudieron al trámite constitucional porque fueron
despedidas de sus labores pese a que se encontraban en estado de embarazo; por lo tanto,

este requisito se encuentra debidamente cumplido[96].

 

53. Legitimación por pasiva. La Asociación Gremial Especializada en Salud de Occidentes

de Cali (AGESOC)
[97]

 y la Empresa de Mantenimiento y Aseo (Mantysas)
[98]

, son entida‐
des particulares respecto de las cuales las accionantes tenían una relación laboral y contrac‐
tual derivadas de la condición de trabajadoras y a estas se les atribuye la vulneración de los

derechos fundamentales en discusión[99], por lo que están legitimadas como parte pasiva en

virtud de lo establecido en el artículo 42.4 del Decreto 2591 de 1991
[100]

 y de allí que se en‐
tienda cumplido este criterio.
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54. Del mismo modo, en el expediente T- 9.298.682 el juez de primera instancia vinculó i) al
Ministerio de Trabajo y ii) a la Red Salud Ladera. En el expediente T-9.306.800, en sede de
revisión fueron vinculadas iii) la señora Elizabeth Rangel, en calidad de jefe inmediata o
coordinadora de Sara Juliza Cárdenas Hernández, dado que según narró la accionante fue a
quien le comunicó sobre su estado de gravidez; y iv) la administración del conjunto residen‐
cial Ensueños del Saucedal P.H, por ser el lugar donde la accionante ejercía las labores de
limpieza para la cual fue contratada. En esa dirección, estima la Sala que la señora Elizabeth
Rangel estaría legitimada, por ser a quien la accionante le comunicó su estado de embarazo;
sin embargo, no ocurre igual respecto de las otras vinculadas porque, en principio, no se evi‐
dencia que estas hayan desplegado ninguna acción u omisión en la decisión de la termina‐
ción unilateral de la relación laboral por el empleador. En consecuencia, se ordenará su des‐
vinculación.  

 

55. Inmediatez. Esta corporación ha señalado que la acción de tutela debe interponerse “en
un plazo razonable, oportuno y justo, tiempo que se contabiliza desde el momento en que se ge‐
neró la vulneración o amenaza de un derecho fundamental; así, el medio de amparo cumple con

la finalidad de ser una herramienta de aplicación inmediata y urgente”
[101]

. En los expedientes
T-9.298.682 y T-9.306.800, las accionantes cumplieron debidamente con esta carga, pues los
despidos se produjeron el 26 de octubre de 2022 y el 3 de octubre de 2023, y los mecanismos

de protección constitucional fueron presentados el 1 de noviembre de 2022
[102] y el 6 de

enero de 2023[103]; es decir, 5 días y 3 meses, respectivamente, después del hecho que las
accionantes consideraron vulnerador de sus derechos fundamentales, término que se consi‐

dera razonable
[104]

.

56. Subsidiariedad. Este presupuesto implica que se hayan agotado todos los mecanismos
establecidos legalmente para resolver el conflicto, salvo cuando la acción de amparo se inter‐
pone como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, y cuando se demues‐
tre que la vía ordinaria no resulta idónea o eficaz para la protección de los derechos

fundamentales
[105]

. Ahora, la Corte ha señalado que, si bien en la jurisdicción ordinaria
existe un mecanismo para resolver las pretensiones de reintegro y el pago de acreencias labo‐
rales, “este no tiene un carácter sumario para restablecer los derechos de sujetos de especial
protección constitucional que, amparados por la estabilidad laboral reforzada, requieren una

medida urgente de protección y un remedio integral
[106]

. En esa medida, ha manifestado
que “i) las mujeres en estado de gestación o lactancia y los recién nacidos son sujetos de es‐
pecial protección del Estado, al hallarse en condición de indefensión; y  ii)  cuando quien
acude al mecanismo de amparo se encuentra en situación de debilidad manifiesta, la acción

de tutela se torna en un mecanismo de protección preferente”
[107]

.
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57. De acuerdo con lo anterior, en los casos objeto de estudio la vía ordinaria no resulta
idónea  ni eficaz y la acción de tutela procedente como mecanismo definitivo, por lo si‐
guiente: en el expediente T- 9.298.682 i) están de por medio dos sujetos de especial protec‐

ción constitucional, una madre lactante y su hijo recién nacido
[108]

, sin desconocer que al
momento de instaurar la acción amparo la accionante se encontraba en estado de gestación.
Además, la actora afirmó en su escrito allegado a la Corte que ii) su situación económica “es

muy difícil”[109], ya que se encuentra desempleada al igual que su compañero; iii) tiene dos
hijos y uno de ellos -el que recientemente dio a luz- le diagnosticaron una complicación de
salud y se encuentra en controles por pediatría. También manifestó que iv) debido a su des‐
empleo se atrasó en sus obligaciones crediticias, por lo que viven de la ayuda que les propor‐
ciona la familia. Por su parte, en el expediente T- 9.306.800 la accionante manifestó que i) es
madre soltera, cabeza de hogar; ii) cursó hasta “octavo grado de escolaridad”; iii) tiene un
hijo y al bebé que espera; y iv) probablemente aún se encuentra en estado de gestación, dado
que el 3 enero de este año fue que informó a su jefe sobre el estado de embarazo. Ni de la de‐
manda de tutela ni de las pruebas que obran en el expediente es posible establecer el tiempo
exacto de gestación, sin embargo, presumiendo que para la fecha en que comunicó de su es‐
tado de gestación (3 de enero de 2023) se encontraba iniciando el embarazo, podría inferirse
que el parto podría ocurrir entre los meses de agosto o septiembre del año en curso.

 

58. En consecuencia, en ambos asuntos las accionantes son sujetos de especial protección
constitucional, circunstancia que hace necesario flexibilizar el análisis de este requisito y, por
tanto, se encuentra demostrado su cumplimiento. Para la Sala el asunto ostenta relevancia
constitucional, por cuanto implica no solo la protección de la mujer durante la etapa de ges‐

tacional y del que está por nacer
[110]

, sino   que también se extiende a la protección al ejer‐
cicio pleno de la maternidad. Además, “la prohibición de despido por causa o con ocasión
del embarazo se encamina a garantizar a la mujer embarazada o lactante un ingreso que per‐

mita el goce del derecho al mínimo vital y a la salud, de forma independiente”
[111]

.

 

59. Superado el examen de procedibilidad la Sala analizará el fondo del asunto con el fin de
establecer si existió una conducta violatoria de derechos fundamentales y, de ser el caso,
adoptar las medidas necesarias.

 

b.     Expediente T-9298682: síntesis y solución del caso concreto
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60. La señora Alexandra Rodríguez Morantes señaló que i) el 21 de octubre de 2020 suscri‐
bió con AGESOC “convenio de servicio colectivo N°. 215-720”; ii) prestó sus servicios en la
Red de Salud Ladera donde se desempeñó como “jefe de facturación en 4 puestos de salud”;
iii) se encargaba de que “las facturas generadas mensualmente llegarán a la sede administra‐
tiva y del recaudo del dinero de las 4 IPS, el cual se debía recaudar, contar y empacar en bol‐
sas de seguridad” y luego entregarlo al personal de seguridad para que realizaran su consig‐
nación; iv) laboraba de lunes a viernes en un horario de 7:00 am a 5:00 pm; v) cumplía órde‐
nes directas del jefe de facturación de la entidad donde prestó sus servicios; vi) el 15 de octu‐
bre comunicó a la demandada su estado de gestación; vii) el 18 de octubre fue suspendida de
sus actividades hasta el 27 de octubre siguiente; y; viii) el 26 de octubre se le terminó unila‐
teralmente la vinculación de trabajo colectivo.

 

61. Por su parte, AGESOC señaló que el contrato colectivo que suscribió con la accionante
no era de tipo laboral y que no solicitó autorización a la autoridad laboral porque “se confi‐
guró una causal objetiva y justa para dar por terminado el convenio de vinculación colec‐
tiva”, de acuerdo con la cláusula 6.1, del reglamento del contrato sindical que permite “la
terminación unilateral por cualquiera de las partes”. Además, refirió que la accionante había
sido suspendida por haber anulado unas facturas relacionadas con la toma de exámenes de
laboratorio realizadas a su esposo e hijo.

 

62. Ahora, la Sala observa que en el “convenio de servicio colectivo N°. 215-720”
[112]

, sus‐
crito entre la accionante y AGESOC se especificó que se trata de un “trabajo colectivo labo‐
ral”, para ejercer la actividad de “auxiliar administrativo”, con una jornada de “4 a 12 horas”,
una “compensación básica variable de $877.803”, además se estipuló que la “vigencia del

contrato sindical era la indicada en el inciso final del artículo 482 del CST”
[113]

. Dicha
norma estatuye que: “(…) La duración, la revisión y la extinción del contrato sindical se ri‐
gen por las normas del contrato individual de trabajo”. Por último, en la cláusula 6.1. se esta‐
bleció como causal de retiro la “terminación de manera unilateral por cualquiera de las
partes”.

 

63. Sobre la forma de vinculación de la accionante: como se indicó, AGESOC alegó que
suscribió con la accionante un contrato colectivo para el desarrollo y gestión de un contrato
sindical en calidad de “afiliado partícipe” y no un contrato laboral, por lo que, en su criterio,

no procede la garantía solicitada. Ahora, de acuerdo con la Sentencia T-457 de 2011[114], el
contrato sindical “se caracteriza por ser solemne, nominado y principal, realizado en ejerci‐
cio de la libertad sindical, que goza de autonomía administrativa e independencia financiera
por parte del sindicato. Adicionalmente, en virtud de él, (i) el sindicato contratista responde
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porque sus afiliados presenten los servicios o ejecuten la obra contratada; (ii) el representante
legal de la organización sindical como encargado de suscribir el contrato sindical, ejerce la
representación de los afiliados que participan en el mismo; (iii) el sindicato se asimila, sin
serlo (…), a un empleador sin ánimo de lucro por expresa disposición de la ley laboral y, (vi)
en caso de disolución del sindicato de trabajadores que haya sido parte de un contrato sindi‐
cal, los trabajadores quedan facultados para continuar prestando sus servicios mientras dure
la vigencia del contrato y en las condiciones inicialmente estipuladas”.

 

64. La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia se ha referido al contrato
sindical en cuanto a su definición, naturaleza y modalidad. Ha señalado, en cuanto a lo pri‐
mero, que ese tipo de contrato “según lo ha reconocido la jurisprudencia constitucional y or‐
dinaria, hace parte del derecho colectivo del trabajo y pertenece a una gama amplia de insti‐
tutos y garantías puestos al alcance de las organizaciones sindicales para que desarrollen sus
actividades, se agencien recursos económicos, promuevan sus intereses y materialicen sus
objetivos, de manera adecuada y efectiva. Como lo ha entendido la Corte Constitucional,
además, promueve fines constitucionalmente amparados, como que los trabajadores accedan
a la propiedad y la gestión de las empresas, que las organizaciones sindicales sean más diná‐
micas y participativas y que se promueva el trabajo colectivo (CC T-457-2011 y CC T-303-

2011)”
[115]

.

 

65. En cuanto a su naturaleza destacó: “el contrato sindical constituye una especie de
vínculo sui generis, diferente del contrato de trabajo subordinado, pues supone una forma de
trabajo organizado, cooperativo y autogestionado, en el que los trabajadores, situados en un
plano de igualdad, ponen al servicio de un empleador su capacidad de trabajo, para la reali‐
zación de ciertas obras o la prestación de ciertos servicios, a través de la representación de su
organización sindical, que responde tanto por las obligaciones ante la empresa como por las

obligaciones ante los trabajadores afiliados”
[116]

. Y en torno a su modalidad dijo: “es claro
que el contrato sindical tiene la naturaleza del contrato civil de prestación de servicios o de
ejecución de obra o labor, porque siendo uno de los sujetos del negocio jurídico el sindicato
y el otro el empresario, empleador o asociación de empleadores, pero sin que opere aquí la
subordinación, la autonomía jurídica, propia del contrato civil, es la nota predominante en

ese tipo de relación”[117].

 

66. Igualmente, el Consejo de Estado se ha referido a la especial naturaleza del contrato sin‐
dical, su no configuración de vínculos laborales subordinados y a las diferentes formas de re‐
lación que se dan entre trabajadores, sindicato y empresa. En concreto ha resaltado que: “el
sindicato cumple una función doble en el escenario del contrato sindical, a saber: (i) fungir
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como representante de los intereses de sus afiliados ante la parte contratante y (ii) ser el res‐
ponsable de los honorarios y demás prestaciones que se deben pagar a favor de quienes eje‐

cuten el acuerdo”
[118]

. Y en cuanto a la esencia de ese contrato sostuvo: “(…) se desprende
la no configuración de una relación laboral entre las personas que lo ejecutan y el contra‐
tante, de manera tal que las obligaciones referentes a la seguridad social derivadas de éste,

corren por parte del sindicato”
[119]

. 

 

67. De otra parte, el artículo 482 del Código Sustantivo del Trabajo define el contrato sindi‐
cal como “el que celebren uno o varios sindicatos de trabajadores con uno o varios [emplea‐
dores] o sindicatos patronales para la prestación de servicios o la ejecución de una obra por
medio de sus afiliados (…). La duración, la revisión y la extinción del contrato sindical se ri‐
gen por las normas del contrato individual de trabajo”. Y el Decreto 036 de 12 de enero de
2016 reguló la celebración, naturaleza y obligaciones del contrato sindical y en su artículo
2.2.2.1.16 lo definió como aquel celebrado entre el empleador y uno o varios sindicatos para
la prestación de un servicio o la ejecución de una obra por medio de sus afiliados, siendo de
“naturaleza colectiva laboral, solemne, nominado y principal”. A su vez, el artículo
2.2.2.1.17 prescribe que la actividad de los trabajadores que se vinculan a una empresa,
como afiliados de un sindicato para prestar servicios o realizar obras, se regirán por lo dis‐
puesto en los artículos 373, 482, 483 y 484 del Código Sustantivo del Trabajo, en el contrato
sindical y su respectivo reglamento.

 

68. En suma, la Sala destaca que, si bien los contratos que suscriben los sindicatos con sus
afiliados no tienen la denominación de contratos de trabajo, no es menos cierto que conforme
a la jurisprudencia en cita y lo desarrollado en la dogmática de esta decisión, las garantías de
las que se deriva la protección reforzada a las mujeres embarazadas se aplican a todas las al‐
ternativas laborales. De igual modo, aunque en las sentencias SU-070 de 2013 y SU-075 de
2018 no se hizo referencia expresa a los contratos colectivos de trabajo, lo cierto es que el
fuero de maternidad es de naturaleza constitucional y, por tanto, debe garantizarse en cual‐

quier tipo de relación laboral o contractual[120]. De esta manera, el juez constitucional está
autorizado para intervenir y hacer efectiva la garantía constitucional de protección a la mujer
embarazada. Además, en los eventos relativos “a la terminación o no renovación de un con‐
trato entre trabajadora/afiliada, embarazada o lactante y el sindicato, celebrado en virtud de
un contrato sindical, se hace indispensable la autorización del Inspector de Trabajo con el fin

de resguardar los derechos de esta”, según ha sido la línea de este tribunal
[121]

.
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69. La estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada: conforme a lo señalado, los
contratos sindicales que se celebran con los afiliados no tienen la denominación de contratos
de trabajo al no existir el elemento esencial de la subordinación; por consiguiente, la Sala se
abstendrá de verificar si en el caso se presentó o no el fenómeno del contrato realidad, dado
que además no fue solicitado en la tutela y la accionante cuenta con los mecanismos de de‐

fensa judiciales para el efecto
[122]

. Por consiguiente, la Sala solo se limitará a verificar lo
alegado en la tutela, esto es, el cumplimiento de los lineamientos jurisprudenciales respecto a
la estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada. Por tal razón, con el fin de determi‐
nar el alcance de la protección es preciso indicar que atendiendo las particularidades del con‐
trato celebrado se procederá a dar aplicación al precedente establecido en materia de contra‐
tos de prestación de servicios. Dicha asimilación se realiza en consideración a que, de una
parte, la accionante se vinculó con el sindicato para realizar labores de tipo administrativo y
no para ejecutar una obra o labor determinada, pues en el contrato se indicó que la accio‐
nante ejercería la actividad de “auxiliar administrativo”, y, de otra parte porque, en princi‐
pio, no se configuran las características de una relación laboral, según se ha explicado, sin
perjuicio, claro está, de lo que pueda debatirse en un proceso ordinario. Sobre el punto es
menester aclarar que dicha asimilación únicamente se realiza para efectos de determinar el
alcance de la protección, dado que como se indicó dicho contrato colectivo, prima facie, no
es de índole laboral. Con todo, aun partiendo de que la relación entre las partes no es laboral,
las medidas de protección de la estabilidad laboral reforzada también son predicables de este

tipo de contratos[123].

 

70. Por lo anterior, la Sala procederá a verificar si en el asunto i) el contratante conoció pre‐
viamente del estado de gestación, ii) si el objeto del contrato persiste y si iii) el contratante
contó con el permiso del Inspector del Trabajo para dar por terminado el contrato, aun
cuando se alegue una justa causa como el haber sido producto de una sanción disciplinaria.
Constatados estos elementos objetivos daría lugar a la protección de la estabilidad laboral re‐
forzada derivada del fuero de maternidad.

 

71. En primer lugar, es claro que AGESOC sí conocía el estado de embarazo de la accio‐
nante antes de dar por terminado el contrato sindical. En efecto, se encuentra probado que
Alexandra Rodríguez Morantes informó a la accionada sobre su estado, pues aportó constan‐
cias de fechas 15 y 18 de octubre de 2022 remitidos a la accionada a través del correo
coordinacionagesoc215@gmail.com (mailto:coordinacionagesoc215@gmail.com). En el primero “ad‐

juntó ecografía confirmatoria vitalidad fetal”[124] y, en el segundo, realizó una solicitud de

“confirmación para continuar cumpliendo labores”
[125]

. Sin embargo, el 27 de octubre de

mailto:coordinacionagesoc215@gmail.com
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2022, la accionada terminó el contrato colectivo; además en ningún momento cuestionó el
conocimiento sobre el estado de gestación de la accionante en vigencia del contrato, pues
solo se limitó a indicar que no se trataba de un contrato laboral.

 

72. En segundo lugar, el objeto del contrato persiste en la actualidad, dado que dicho conve‐
nio se suscribió entre las partes el 21 de octubre de 2020 y hasta la fecha de su terminación la
accionante continuó ejerciendo sus actividades de “auxiliar administrativo”, según lo indica‐
ron las partes, pues en el expediente no obran pruebas que evidencien lo contrario. Además,
el objeto social de AGESOC consiste en “la prestación de apoyo complementario a los pro‐
cesos de las entidades públicas o privadas o la ejecución de obras sin ánimo de lucro, con sus

propios afiliados/vinculados”
[126]

. En consecuencia, es posible concluir que el objeto del
contrato persiste y, por tanto, procede la reubicación de la accionante en cualquiera de las en‐
tidades donde preste sus servicios, máxime cuando la actora manifestó una serie de circuns‐
tancias que agravan su situación, a saber, que se encuentra desempleada al igual que su com‐
pañero, que viven de la ayuda que les proporciona la familia, tiene dos hijos y el bebé que
acaba de nacer padece de un trastorno de succión por lo que se encuentra en controles de pe‐
diatría. De esta manera, la garantía de sus ingresos laborales se torna fundamental para ase‐
gurar su mínimo vital y el de su hijo recién nacido.

 

73. En tercer lugar, está demostrado que AGESOC dio por terminado el contrato sin contar
con la autorización del Inspector del Trabajo, pese a que tenía conocimiento del estado de
gestación de la accionante. Tal circunstancia no fue desvirtuada por la accionada en el pro‐
ceso, pues esta se limitó a señalar que no se trataba de un contrato laboral y que consistió en
una casusa objetiva porque así se estipuló en el contrato colectivo de trabajo al preverse en

una de sus cláusulas que cualquiera de las partes podía terminarlo unilateralmente[127]. Ade‐
más, la Asociación señaló que suspendió a la accionante de sus actividades producto de una
decisión disciplinaria, dado que esta anuló unas facturas relacionadas con la toma de unos
exámenes de laboratorio realizados a su esposo e hijo. Al respecto, allegó copia de un escrito
en el que la accionante reconoció que “a principios del mes de agosto de 2022” realizó unos
exámenes de laboratorio “los cuales facturó por una FeAPB que no le corresponde (…)”. Esa
situación, según la accionada, fue lo que motivó la suspensión de sus actividades desde el 19
de octubre de 2022 hasta el 27 de octubre siguiente -tiempo determinado-. Sin embargo, la
Sala encuentra que la Asociación demandada dio por terminado el contrato el mismo día an‐
tes de cumplir la sanción temporal establecida (26 de octubre, cuando se cumplía al día si‐
guiente), pese a que la accionante había informado sobre su estado de embarazo con antela‐
ción al despido, el 15 de octubre de 2022.
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74. Se debe anotar que esta corporación ha señalado que los empleadores cuando invocan

razones objetivas
[128]

 para finalizar la relación laboral se debe constatar su acaecimiento,
de acuerdo con las causales previstas en la ley y si el despido obedece a una justa

causa[129], deben velar por el respeto al debido proceso durante estos procedimientos[130].
Además, ha sostenido que “en todo caso, cuando el empleador conoce del estado de emba‐
razo de la mujer gestante,  tiene prohibido desvincular a dicha trabajadora sin la respectiva

autorización del Inspector del Trabajo, aun cuando medie una causa objetiva[131] o una

justa causa”
[132]

, o aún bajo una causal disciplinaria, que en este evento era temporal y pese
a ello se dio por terminada la relación laboral dentro de ese periodo. Sin embargo, la accio‐
nada no solicitó al funcionario de trabajo dicha autorización, según lo manifestó en su res‐

puesta allegada a la Corte
[133]

. Tal situación desconoce la jurisprudencia de esta corpora‐
ción que ha consolidado un entramado de reglas orientadas a proteger las trabajadoras en el
contexto de las relaciones laborales y/o contractuales, entre las cuales se inscribe la estabili‐

dad laboral reforzada emanada de los artículos 239[134] y 240[135]  del Código Sustantivo
del Trabajo a favor de las mujeres gestantes y lactantes.

 

75. Ahora, aun si se admitiera que existió una causal objetiva
[136]

 y/o una justa causa para
dar por terminado dicho contrato, de todas maneras, dada la garantía de la estabilidad laboral
reforzada de la mujer embarazada, imponía contar indefectiblemente con el permiso del Ins‐
pector del Trabajo, como se indicó en precedencia. Sin embargo, dicha autorización no se
solicitó. De igual modo, aunque la tutela no se hubiere centrado en la violación del debido
proceso disciplinario, la Corte advierte que no existe una clara evidencia, conforme al acervo
probatorio recaudado, de que a la accionante se le hubiera agotado el debido proceso disci‐
plinario como causal de despido definitivo en los términos de la Sentencia SU-449 de 2020,
según la cual “siempre que se pretenda ejercer una facultad de despido o de terminación uni‐
lateral del contrato de trabajo por parte del empleador, como resultado de la aplicación de
una sanción disciplinaria, ya sea porque ella tenga su origen en el incumplimiento de una
obligación legal o porque corresponda a una manifestación derivada de la consagración de
una falta grave en el reglamento interno de trabajo, se impone la obligación para el emplea‐
dor de agotar el debido proceso, según lo dispuesto en el artículo 115 del CST y siguiendo lo
señalado por esta corporación en la sentencia C-593 de 2014”; solo de esa manera, el des‐
pido se entenderá “como justificado y, por ende, desprovisto de cualquier efecto de carácter
indemnizatorio, pues su respaldo legal se encuentra en el numeral 6°, literal a), del artículo

62 del CST”[137]
.
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76. En esa medida, en relación con la aparente justa causa alegada por la accionada (anula‐
ción de unas facturas en el mes de agosto de 2022 relacionadas con la toma de exámenes de
laboratorio realizados al esposo e hijo de la accionante), no se aprecia que esta hubiere sido
producto del respeto al debido proceso, ya que aún cuando se allegó copia de un escrito de
18 de octubre de 2022 en el que la accionante reconoció que en el mes de agosto de 2022 se
habían efectuado dichos exámenes y un oficio de esa misma fecha en el cual se le impuso la
sanción aludiendo a los artículos 58, 59, 60 y 65 del Estatuto Sindical de AGESOC, allí no se
describe de manera puntual la causal o las causales que se le imputaron frente a la sanción
aplicada y tampoco se observa la realización de un procedimiento ceñido al que prescribe el

artículo 65 del Estatuto de AGESOC
[138]

, máxime cuando el oficio por medio del cual se le
impuso la sanción fue adoptado por la Presidenta de AGESOC, Alba Ruth Libreros Lozada,
y no por la Junta Directiva o la Comisión Disciplinaria. De este modo, no es factible obser‐
var en concreto la aplicación de las garantías de inmediatez; taxatividad de la causal; comu‐
nicación de motivos claros, expresos y específicos; y la existencia de un proceso preestable‐
cido, en los términos de la Sentencia SU-449 de 2020. Además, la accionada parece querer
sancionar dos veces por el mismo hecho a la accionante, al plantear como justificación de la
terminación del vínculo la ocurrencia de una falta grave por la que ya había sido sancionada
con suspensión. En consecuencia, al encontrase acreditado el conocimiento del estado de
gestación de la actora por parte de la accionada, previo a la terminación del vínculo contrac‐
tual, sin que esta solicitara el aval del Inspector del Trabajo como lo ha recabado la jurispru‐
dencia de esta corporación, se presume que ello se dio en razón de su condición, en virtud de
lo establecido en los artículos 239 y 240 del CST. 

 

77. En ese orden de ideas, queda demostrado que AGESOC vulneró el derecho a la estabili‐
dad laboral reforzada derivada del fuero de maternidad, al trabajo y a la seguridad social de
la señora Alexandra Rodríguez Morantes y, por ende, procede la garantía constitucional re‐
clamada en amparo.

 

78. Sobre la medida de protección[139]: en el presente asunto la medida de protección está
sustentada en el mandato de especial protección constitucional para la mujer durante el em‐
barazo y la prohibición general de discriminación derivada de los artículos 53 constitucional;
además de lo consagrado en los artículos 239 y 240 del CST. Por ende, esta consiste en (i) la
renovación de la relación contractual que garantice el pago de la licencia de maternidad hasta
por el término del periodo de lactancia, dado que la accionante informó que su hijo nació el
11 de mayo de 2023. La accionada deberá pagar la licencia de maternidad, si esta no se hu‐

biere hecho ya por parte del Sistema de Seguridad Social en Salud[140]; (ii) el pago de los
emolumentos que recibía por concepto de “compensaciones, auxilios y aportes por benefi‐
cios” dejados de percibir y las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en Salud, que no
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hubieran sido canceladas desde la fecha en que el contrato fue terminado hasta la termina‐
ción del periodo de lactancia; y (iii) el pago de la indemnización por despido discriminatorio
del artículo 239 del CST, consistente en las compensaciones correspondientes a 60 días de

trabajo, descontando la suma de $800.000
[141]

 que la accionante recibió por concepto de li‐

quidación del contrato laboral[142].

 

79. En consecuencia, la Sala Novena de Revisión de la Corte revocará las sentencias de ins‐
tancia y, en su lugar, concederá el amparo de los fundamentales a la estabilidad laboral refor‐
zada derivada del embarazo y a la seguridad social de la señora  Alexandra Rodríguez
Morantes.

 

c.      Expediente T-9.306.800: síntesis y solución del caso concreto

 

80. La señora Sara Juliza Cárdenas Hernández i) el 27 de octubre de 2022 suscribió contrato
a término fijo por 6 meses con la empresa Mantysas, para ejercer labores de limpieza en zo‐
nas comunes y otras dependencias del conjunto residencial Ensueños de Saucedal ubicado en
el municipio de Chía; ii) señaló que labores las realizó bajo la subordinación de los señores
Giovanni Moreno y Elizabeth Rangel; iii) recibió un llamado de atención “por no ponerse la

gorra de dotación entregada por la empresa aseadora”[143]; iv) el 3 de enero de 2023, le co‐
municó su estado de embarazo a su jefe inmediata, señora Elizabeth Rangel, quien le indicó
que ello constituía un problema para la empresa; y v) en horas de la tarde, de ese mismo día,
la empresa le comunicó la terminación del contrato alegando que “existía un incumplimiento
de parte de la accionante”. Por su parte, Mantysa indicó que la reunión sostenida el 3 de
enero de 2023 entre la accionante y su jefe inmediata fue precisamente para comunicarle la
terminación del contrato, destacando que la prueba del embarazo fue realizada con posterio‐
ridad a la terminación del contrato, esto es, el 5 de enero de 2023. Así mismo, en escrito alle‐

gado a la Corte
[144]

 señaló que el contrato lo terminó por justa causa, esto es, porque se le
hicieron cuatro llamados de atención verbales por llegar 20 minutos tarde a laborar y por in‐

gresar con elementos que no corresponden al uniforme
[145]

. Además, manifestó que no soli‐
citó autorización al funcionario de trabajo porque la accionante “no había informado a su

jefe inmediato de alguna novedad médica” o de su estado de embarazo[146].

81. Sobre la forma de vinculación de la accionante: se encuentra probado que entre Manty‐
sas y la accionante suscribieron contrato laboral a término fijo por un periodo de 6 meses,
entre el 27 de octubre de 2022 hasta el 26 de abril de 2023, para realizar labores de aseo “en
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el lugar asignado por la empresa” [147]. El contrato fue terminado antes de su vencimiento,

esto es, el 3 de enero de 2023
[148]

.

 

82. La estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada: dado que en el asunto se
constata la existencia de un vínculo de índole laboral, la Sala procederá a verificar el cumpli‐
miento de los lineamientos jurisprudenciales respecto a la estabilidad laboral reforzada de la
mujer embarazada. Por tanto, se verificará si en el caso, (i) el contratante conoció del estado
de gestación, (ii) el objeto del contrato persiste y si (iii) contó con el permiso del Inspector
del Trabajo para dar por terminado el contrato.

 

83. Primero, la accionante indicó que en horas de la mañana del día 3 de enero de 2023 se
reunió con su jefe inmediata Elizabeth Rangel y le comunicó su estado de gravidez. En sede
de instancia Mantysa refirió que la accionante “jamás manifestó a la señora Eizabeth Rangel
que estaba en embarazo” y en sede de revisión indicó que no había solicitado autorización al
Ministerio de Trabajo porque la accionante “no había informado a su jefe inmediato de al‐
guna novedad médica”; además, señaló que la reunión sostenida el 3 de enero de 2023 fue
precisamente para comunicarle a la accionante la terminación del contrato, pero esta se

rehusó a firmar la carta de terminación por lo que se recurrió a dos testigos
[149]

.  En el ex‐
pediente obra prueba positiva de embarazo realizada el 5 de enero de 2023 por el laboratorio

clínico Angélica Montañez
[150]

.

 

84. Conforme al contexto anterior, se puede concluir que, de una parte, la accionante ase‐
guró que fue despedida el mismo día (3 de enero de 2023) en que afirmó haber comunicado
sobre su estado de embarazo a su jefe inmediata -Elizabeth Rangel-, quien, además, según se
observa en las pruebas que obra en el expediente es la persona que firma en el contrato y la
carta de terminación del vínculo laboral, en calidad de representante legal de la Mantysas. En
esa medida, llama la atención a la Sala que la empresa asegure que no conoció sobre su con‐
dición y justo, ese mismo día, hubiera dado por terminada la relación laboral con la accio‐
nante, por una supuesta justa causa, alegando hechos que al parecer fueron ocurridos en el
mes de noviembre del año 2022, según se indicó en las dos declaraciones extrajuicio que
fueron aportadas por la empresa demandada y que curiosamente datan del 22 de junio de
2023, es decir, después de terminado el vínculo laboral.   
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85. En ese orden de ideas, la Sala considera que admitir el argumento de la empresa implica‐
ría imponer una carga para la mujer víctima de discriminación por razón del embarazo, pues
aun cuando la accionada argumentó que el despido se originó en presuntos incumplimientos
por parte de la accionante, lo cierto es que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 62
del CST, dichas causales no están contempladas como “justas causas” para dar por terminado
unilateralmente un contrato de trabajo. Adicionalmente, la señora Elizabeth Rangel fue vin‐
culada a este trámite y se le indagó por la comunicación realizada por la accionante y pese a

que fue debidamente notificada del asunto no contestó
[151]

; por tanto, en virtud de lo esta‐
blecido en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, se presume que lo no contestado da lugar

a la presunción de veracidad
[152]

. Ahora, si bien el apoderado de la empresa accionada dio
respuesta al auto de pruebas del 31 de mayo de 2023, solo señaló que la accionante “no había

informado a su jefe inmediato de alguna novedad médica”[153]. Por consiguiente, la Sala
desprende, que la empresa demandada no pudo probar suficientemente que no tuvo conoci‐
miento del embarazo de la accionante y los indicios apuntan en sentido contrario. En esa me‐
dida, dada la cercanía entre la presunta comunicación verbal (3 de enero en la mañana) y la
desvinculación (3 de enero en la tarde), puede inferirse, de manera similar a lo acontecido
con la situación fáctica de la Sentencia T-458 de 2022, que el despido estuvo relacionado con

el estado de embarazo de la accionante
[154]

. Y aun cuando a la demandada le correspondía
demostrar la existencia de una razón objetiva para dar concluida la labor, los llamados de
atención verbales que se documentaron por escrito después de la desvinculación y la falta de
la respuesta de la jefe inmediata de la actora, no logró desvirtuar la presunción. Además de
esto, la presunción de ese conocimiento se fortaleció ante la ausencia de respuesta de la ac‐
cionada frente a la afirmación de la actora según la cual su superiora le dijo que el estado de
embarazo era “un problema para la empresa”. En consecuencia, la Corte tiene por cierto que
la accionada efectivamente conoció del estado de embarazo y que ese fue el motivo para ter‐
minar de manera discriminatoria el contrato a término fijo. Así las cosas, como la desvincu‐
lación ocurrió tres meses antes del vencimiento de dicho contrato, sin el aval del inspector de
trabajo sobre una justa causa, se considera que el despido fue ineficaz.

 

86. Segundo, es factible inferir que el objeto del contrato persiste, atendiendo que, la accio‐
nante indicó que cuando la empresa le informó sobre la terminación del contrato le advirtió
que no volviera a las instalaciones del conjunto donde ejercía sus labores porque “una per‐
sona ocuparía el puesto y la labor que venía ejecutando”. Además, la accionada en ningún
momento manifestó que hubieran desaparecido las causas que dieron origen al contrato. Es
más, en su página web se indica que es una empresa que fue registrada en el año 2006, que
presta sus servicios al sector de la propiedad horizontal, educación y empresas del sector

privado
[155]

. En consecuencia, es posible concluir que el objeto del contrato persiste y, por
lo tanto, puede proceder con la reubicación de la accionante en cualquiera de las empresas o

entidades donde presta sus servicios[156], máxime si se tiene en cuenta que existen una serie
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de circunstancias que aquejan a la actora, entre ellas, que es madre soltera, cabeza de hogar y
solo cursó hasta “octavo grado” de escolaridad, lo cual significa que sus posibilidades de in‐

gresar al mundo laboral son limitadas y que sumado a su condición gestante
[157]

, es evi‐
dente que su situación laboral se torna aún más compleja. 

 

87. Tercero, está demostrado que Mantysas dio por terminado el contrato sin contar con la
autorización del Inspector del Trabajo. Tal circunstancia fue confirmada por la empresa ac‐
cionada al indicar que no solicitó dicha autorización porque la accionante “no había infor‐
mado a su jefe inmediato de alguna novedad médica”. La jurisprudencia de esta corporación
ha consolidado un entramado de reglas orientadas a proteger las trabajadoras en el contexto
de las relaciones laborales y/o contractuales, entre las cuales se inscribe la estabilidad laboral
reforzada emanada de los artículos 239 y 240 del Código Sustantivo del Trabajo a favor de

las mujeres gestantes y lactantes
[158]

, tal y como se ha señalado a lo largo de esta providen‐
cia. Ahora, en este caso, a la accionada le correspondía solicitar dicha autorización, dado
que, como se indicó previamente, se presume que conoció del estado de gestación de la ac‐
tora, en tanto ello fue comunicado a su jefe inmediata el 3 de enero de 2023 y la empresa ac‐
cionada justo ese mismo día dio por terminada la relación laboral, aduciendo un presunto in‐
cumplimiento del horario de trabajo, el portar el uniforme de manera inadecuada y no utilizar
los elementos de protección personal, pese a que ello no constituye una causa legal para ter‐

minar unilateralmente el vínculo laboral[159]. En esa medida, es claro que la accionada no
desvirtuó la presunción contenida en el artículo 239 del CST; por tanto, es posible inferir que
sí conoció del estado del embarazo de la accionante y que ese fue el motivo por el cual dio
por terminado -antes de su vencimiento- el contrato a término fijo.   

 

88. Ahora, como se explicó en acápite precedente, esta Corte ha señalado que cuando los em‐
pleadores invocan las razones de despido por justa causa, deben velar por el respeto al de‐

bido proceso durante estos procedimientos
[160]

 y “en todo caso, cuando el empleador co‐
noce del estado de embarazo de la mujer gestante, tiene prohibido desvincular a dicha traba‐
jadora sin la respectiva autorización del Inspector del Trabajo, aún cuando medie una justa

causa”
[161]

. En el caso, la accionada allegó dos declaraciones extrajuicio para justificar las
supuestas justas causas que motivaron la terminación del vínculo laboral, pese a que, como
se indicó, las mismas no se sustentan en ninguna de las justas causas previstas en el artículo
62 del CST; además aquellas aluden a presuntos hechos ocurridos en el mes de noviembre
del año 2022 y datan del 22 de junio del 2023, esto es, una fecha posterior a la terminación
de la relación laboral. Ahora, de admitirse hipotéticamente que ello constituye una justa
causa para terminar la relación laboral, dichas declaraciones no dan cuenta de que a la accio‐
nante se le adelantó un debido procedimiento para dar fin a dicho vínculo ni evidencian que
se le garantizó su derecho a ser escuchada antes de que la demandada ejerciera su potestad
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unilateral de terminación
[162]

. En la Sentencia SU- 449 de 2020, esta corporación señaló
que “siempre que se pretenda ejercer una facultad de despido o de terminación unilateral del
contrato de trabajo por parte del empleador, como resultado de la aplicación de una sanción
disciplinaria, ya sea porque ella tenga su origen en el incumplimiento de una obligación le‐
gal o porque corresponda a una manifestación derivada de la consagración de una falta grave
en el reglamento interno de trabajo, se impone la obligación para el empleador de agotar
el debido proceso, según lo dispuesto en el artículo 115 del CST y siguiendo lo señalado por
esta corporación en la sentencia C-593 de 2014”; solo de esa manera, el despido se entenderá
“como justificado y, por ende, desprovisto de cualquier efecto de carácter indemnizatorio,
pues su respaldo legal se encuentra en el numeral 6°, literal a), del artículo 62 del CST”.

 

89. En esa medida, aunque la tutela no se hubiere centrado en la violación del debido pro‐
ceso, en el caso es claro que la accionada no aportó una mínima evidencia que demuestre que
a la accionante se le hubiera agotado un debido proceso disciplinario como causal de despido
definitivo, en los términos de la Sentencia SU-449 de 2020 mencionada, lo cual, en todo
caso, se requería del aval de la autoridad laboral para terminar el vínculo laboral, por tratarse
de una persona que goza de especial protección constitucional en razón de su estado de em‐
barazo; sin embargo, ello no se requirió. Por consiguiente, la justa causa alegada por la ac‐
cionada no fue producto del respeto al debido proceso, ya que de las declaraciones extrajui‐
cio que fueron aportadas, no se observaron en concreto la aplicación de las garantías de in‐
mediatez; taxatividad de la causal; comunicación de motivos claros, expresos y específicos;
y la existencia de un proceso prestablecido, en los términos de la Sentencia SU-449 de 2020.
En consecuencia, se presume que la terminación del contrato se dio en razón de su condi‐
ción, en virtud de lo establecido en los artículos 239 y 240 del CST. 

 

90. En suma, se puede afirmar que la terminación del contrato de la accionante desatendió el
ordenamiento constitucional, por cuanto se presume que tuvo como fundamento la condición
de embarazo de la actora, de manera que es posible concluir que Mantysas vulneró los dere‐
chos a la estabilidad laboral reforzada derivada del embarazo, al trabajo y a la seguridad so‐
cial de la accionante.

 

91. Sobre la medida de protección[163]: en el asunto la medida de protección está susten‐
tada en el mandato de especial protección para la mujer durante el embarazo y la prohibición
general de discriminación derivada de los artículos 53 constitucional, 239 y 240 del CST. Por
consiguiente, la medida consiste en (i) el reintegro de la accionante; (ii) el pago de las cotiza‐
ciones durante el periodo de gestación, que garanticen el pago de la licencia de maternidad
(artículo 236.3 del CST), incluyendo las garantías propias del periodo de lactancia, (iii) el
pago de los salarios y prestaciones sociales dejadas de percibir, desde el momento de su des‐
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vinculación hasta la fecha que comience a percibir la licencia de maternidad, dado que se pre‐
sume que para la fecha de comunicación de su estado recién empezaba su embarazo y por
tanto, podría presumirse que el parto posiblemente ocurriría entre los meses de agosto o sep‐
tiembre del año en curso; y (iv) el pago de la indemnización por despido discriminatorio con‐
templado en el artículo 239.3 del CST, consistente en los salarios correspondientes a 60 días

de trabajo, descontando la suma de $456.539
[164]

 que la accionante recibió por concepto de

liquidación
[165]

. Finalmente se recordará a la empresa (Mantysas) empleadora, que luego
del reintegro de la accionante estará obligada a respetar el fuero de maternidad en los térmi‐
nos establecidos en la Sentencia SU-075 de 2018.

 

92. En consecuencia, la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional revocará las
sentencias de instancia que negaron la protección solicitada por la accionante y, en su lugar,
concederá el amparo de los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada deri‐
vada del embarazo y a la seguridad social de la señora Sara Juliza Cárdenas.

 

93. Por último, la Sala advertirá a AGESOC y MANTYSAS que se abstengan de vulnerar
los derechos de las trabajadoras gestantes y lactantes derivados del fuero de maternidad.

 

Síntesis de la decisión

 

94. Correspondió a la Sala Novena de Revisión estudiar dos acciones de tutela en los expe‐
dientes (T-9.298.682 y T-9.306.800). En el primer asunto se constató que el sindicato terminó
el contrato celebrado con la accionante -trabajadora/afilada-, pese a que tenía conocimiento
de su estado de gestación y no solicitó autorización del Inspector del Trabajo. La Sala cons‐
tató que dicho contrato no tiene la denominación de contrato de trabajo, dado que no existe
el elemento esencial de la subordinación y, por consiguiente, se abstuvo de verificar si en el
caso se presentó o no el fenómeno del contrato realidad, pues, por un lado, ello no se for‐
muló dentro de las pretensiones de la demanda; y, de otra parte, ello es un asunto que se
puede debatir ante la jurisdicción ordinaria.

 

95. En esa medida, con el fin de determinar el alcance de la protección se dio aplicación a la
jurisprudencia constitucional y de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justi‐
cia establecida en materia de contratos de prestación de servicios. Dicha asimilación se
realizó en consideración a que i) la accionante se vinculó con el sindicato para realizar labo‐
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res de tipo administrativo y no para ejecutar una obra determinada y ii) porque, en principio,
no se configuraban las características de una relación laboral, sin perjuicio de lo que se
pueda debatir en un proceso ordinario. Sin embargo, la Sala aclaró que dicha asimilación
únicamente se realizaba para efectos de determinar el alcance de la protección, dado que di‐
cho contrato no es de índole laboral. De ese modo, la Sala procedió a verificar si se cumplía
con los elementos que daban lugar a la protección de la estabilidad laboral reforzada deri‐
vada del fuero de maternidad y se constató que la accionante era titular de ese derecho y, por
tanto, debía aplicarse las consecuencias jurídicas previstas para estos asuntos.

 

96. En el segundo caso, también se constató que a la accionante se le terminó su contrato la‐
boral a término fijo, pese a que se encontraba en estado de embarazo. Esta condición se pre‐
sumió que fue conocida por la accionada, dado que las pruebas evidenciaron que el despido
de la accionante fue producto de un acto de discriminación y no se solicitó la autorización
del Inspector de Trabajo. En esa dirección, se aplicaron los parámetros constitucionales al
caso concreto y se comprobó que la actora era titular de los derechos a la estabilidad laboral
reforzada derivada del fuero de maternidad y, por tanto, debía aplicarse las consecuencias
previstas para este tipo de casos.

 

97. Por último, en ambos asuntos las accionadas alegaron que la terminación del vínculo
contractual y laboral obedeció a una justa causa -sanciones disciplinarias-, sin embargo, la
Sala constató que aun cuando no era el objeto de discusión en tutela no se acreditó suficien‐
temente que a las accionantes se les hubiera adelantado un debido proceso bajo las garantías
de la Sentencia SU-449 de 2020. No obstante, se destacó, de acuerdo con la jurisprudencia
reiterada de esta corporación que, en todo caso, aunque la terminación del contrato se sus‐
tente en una justa causa, se requiere del aval del funcionario del trabajo para terminar los
contratos de las trabajadoras embarazadas. En consecuencia, en ambos casos se dio aplica‐
ción a la presunción establecida en el artículo 239 y 240 del CST.

 

III.           DECISIÓN

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, adminis‐
trando justicia en nombre del pueblo, y por mandato de la Constitución Política,

 

RESUELVE:
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Primero. REVOCAR la Sentencia del 4 de febrero de 2023 proferida por el Juzgado Pri‐
mero Penal del Circuito de Cali que confirmó la sentencia del 21 de noviembre de 2022 pro‐
ferida por el Juzgado Doce Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cali
que negó la acción de tutela instaurada por Alexandra Rodríguez Morantes en contra de la
Asociación Gremial Especializada en Salud de Occidente de Cali (AGESOC). En su
lugar,  AMPARAR  los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada derivada
del embarazo y a la seguridad social de la accionante. (Expediente T-9.298.682).

 

Segundo. ORDENAR a la Asociación Gremial Especializada en Salud de Occidente de Cali
(AGESOC) que, en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de la presente
decisión proceda a (i) renovar la relación contractual con la señora Alexandra Rodríguez Mo‐
rantes que garantice el pago de la licencia de maternidad hasta por el término del periodo de
lactancia, dado que la accionante informó que su hijo nació el 11 de mayo de 2023. La accio‐
nada deberá pagar la licencia de maternidad, si esta no se hubiere hecho ya por parte del Sis‐
tema de Seguridad Social en Salud; (ii) pagar las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social
que no hubieran sido canceladas; (iii) pagar las “compensaciones, auxilios y aportes por be‐
neficios” dejados de percibir desde el momento de su desvinculación  hasta la terminación de
su período de lactancia; y, (iv) realizar el pago por concepto de indemnización por despido
discriminatorio de que trata el artículo 239.3 del Código Sustantivo del Trabajo, descontando
la suma de $800.000 que la accionante recibió por concepto de liquidación del contrato
laboral.

 

Tercero. REVOCAR la sentencia del 1 de marzo de 2023 proferida por el Juzgado Segundo
Penal del Circuito de Zipaquirá que confirmó la sentencia del 20 de enero de 2023 proferida
por el Juzgado Primero Penal Municipal de Chía, Cundinamarca que negó la acción de tutela
instaurada por Sara Juliza Cárdenas Hernández en contra de la empresa de Mantenimiento y
Aseo SAS (MANTYSAS). En su lugar, AMPARAR los derechos fundamentales a la a la es‐
tabilidad laboral reforzada derivada del embarazo y a la seguridad social de la accionante.
(Expediente T-9.306.800).

 

Cuarto. ORDENAR a la empresa de Mantenimiento y Aseo SAS (MANTYSAS) que en el
término de 48 horas contadas a partir de la notificación de la presente decisión reconozca en
favor de la señora Sara Juliza Cárdenas Hernández: (i) los salarios dejados de percibir, desde
el momento de su desvinculación hasta la fecha que comience a percibir la licencia de materni‐
dad; (ii) la licencia de maternidad de que trata el artículo 236 del Código Sustantivo del Tra‐
bajo, en el monto y tiempo allí indicados, y solo en el evento en que esta no la haya pagado el
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Sistema General de Seguridad Social en Salud; (iii)  la indemnización equivalente a 60 días de
trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 239.3 del Código Sustantivo del
Trabajo, descontando la suma de $456.539 que la accionante recibió por concepto de liquida‐
ción del contrato laboral; y (iv) reintegrarla a la empresa luego de que culmine la licencia de
maternidad, siempre que la señora Cárdenas Hernández así lo desee. Se recuerda a la empresa
empleadora, que luego del reintegro estará obligada a respetar el fuero de maternidad en los
términos establecidos en la Sentencia SU-075 de 2018.

 

Quinto.  Desvincular del proceso al Ministerio de Trabajo, a la Red Salud Ladera (T-
9.298.682) y a la administración del conjunto residencial Ensueños del Saucedal P.H (expe‐
diente T-9.306.800), toda vez que no se evidenció que hayan desplegado ninguna acción u
omisión en la decisión de los empleadores de las accionadas frente a la terminación unilate‐
ral de la relación laboral.

 

Sexto. ADVERTIR  a la Asociación Gremial Especializada en Salud de Occidente de Cali
(AGESOC) y a la empresa de Mantenimiento y Aseo SAS (MANTYSAS) para que, en lo su‐
cesivo, se abstengan de vulnerar los derechos de las trabajadoras gestantes y lactantes deriva‐
dos del fuero de maternidad.

 

Séptimo. LÍBRESE por la Secretaría General de la Corte Constitucional la comunicación de
que trata el artículo 36 del Decreto Estatutario 2591 de 1991.

 

Notifíquese, comuníquese y cúmplase.

 

 

 

JOSE FERNANDO REYES CUARTAS

Magistrado
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NATALIA ÁNGEL CABO

Magistrada

 

 

 

JUAN CARLOS CORTÉS GONZÁLEZ

Magistrado

 

 

 

ANDREA LILIANA ROMERO LOPEZ

Secretaria General
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[1]
 La información sobre los hechos expuestos en los escritos de tutela fue complementada a través de los elementos probatorios que obran en el

expediente con el fin de facilitar el entendimiento del caso. Expediente T-9.298.682. En lo sucesivo entiéndase que las citas corresponden al ex‐

pediente referido.

[2]
 La cédula de ciudadanía registra como fecha de nacimiento el 31 de marzo de 1989. Expediente Digital, archivo 02 EscritoTutelaAnexos.pdf

(https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-
8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100), folio5.

[3]
 En el registro civil que la accionante allegó a la Corte, se registra que el niño nació el 11 de mayo de 2023.

[4]
 El “convenio de servicio colectivo N°. 215-720” que obra en el expediente refiere que “el afiliado (sic)” Alexandra Rodríguez Morantes y el

sindicato “hemos celebrado el presente convenio de servicio colectivo para el desarrollo y gestión de un contrato sindical, el cual se regirá por

los términos consagrados en las políticas, reglamento colectivo autorizado por la Asamblea de Delegados (…)”. Archivo 02

EscritoTutelaAnexos.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-
8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100), folio 8. 

[5]
 En las pruebas que obran en el expediente se aprecia que la comunicación fue enviada el 15 de octubre de 2022. Archivo 02

EscritoTutelaAnexos.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-
8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100), folio 28.

[6]
 El acta de “suspensión temporal de actividades” refiere que la accionante fue llamada el 18 de septiembre de 2022 a las oficinas de AGESOC

“debido a que presuntamente había realizado un proceso de manejo inadecuado de recursos, los cuales pertenecen a la zona donde se desarrollan

las actividades colectivas”. Allí mismo se indicó que la accionante “confesó en versión libre su responsabilidad de los hechos y de lo cual tenía

conocimiento que es una falta gravosa establecida en el reglamento y estatutos”. La suspensión se impuso por 8 días, del 19 al 27 de octubre de

2022. El acta contiene la firma de la accionante. Ib. Folio 34.

[7]
 Ib. Folio 35.

[8]
 La acción de tutela fue presentada el 1 de noviembre de 2022. Archivo 01 ActaReparto.png

(https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-
7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100).

[9]
 Archivo 02.1 DEMANDA TUTELA SIN ANEXOS.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=02.1%20DEMANDA%20TUTELA%20SIN%20ANEXOS.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-02-27%2015-

https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02.1%20DEMANDA%20TUTELA%20SIN%20ANEXOS.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-02-27%2015-02-48)-1677528168-1.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02.1%20DEMANDA%20TUTELA%20SIN%20ANEXOS.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-02-27%2015-02-48)-1677528168-1.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
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02-48)-1677528168-1.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100), folio 2.

[10]
 El Juzgado Doce Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cali, Valle, mediante Auto del 2 de noviembre de 2022 avocó la

acción de tutela y vinculó al Ministerio de Trabajo. Expediente digital, archivo 03 AutoAvoca.pdf

(https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=03%20AutoAvoca.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-21)-1681140321-
9.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100). Además, en Auto del 17 de noviembre de 2022 se vinculó a la Red

de Salud Ladera. Expediente digital, archivo 07 AutoVinculacion.pdf

(https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=07%20AutoVinculacion.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-26-36)-1681140396-
12.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100).

[11]
 Respuesta allegada por Alba Ruth Libreros Lozada, en calidad de presidente y Representante Legal de AGESOC.   archivo 05

RespuestaAgesoc.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=05%20RespuestaAgesoc.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-49)-1681140349-
10.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100).

[12]
 Sobre el punto señaló que el Decreto 036 del 12 de enero de 2016 establece que el contrato sindical es “un acuerdo de voluntades, de natu‐

raleza colectivo laboral (...)”; por tanto, “no existe una relación laboral ente los afiliados participes y el sindicato”.

[13]
 En concreto indicó que “el convenio de vinculación de trabajo colectivo (cláusula 6.1) se estableció como causal de retiro ‘c. terminación

de manera unilateral por cualquiera de las partes’ (…)”.

[14]
 Anexó convenio de afiliación sindical N°.720 y convenio de servicio colectivo N°. 215-720.

[15]
 Respuesta allegada por Soly Acosta, Coordinadora (E) del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites. Archivo 06 Respuesta

Mintrabajo.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=06%20Respuesta%20Mintrabajo.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-26-11)-1681140371-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100).

[16]
 Ib. Certificación expedida por Yolanda Angarita Guacaneme, Coordinadora Grupo Archivo Sindical del Ministerio del Trabajo.

[17]
 Respuesta allegada por Lisa Fernanda Cruz Valencia, actuando en nombre y representación de la Red de Salud de Ladera E.S.E. En el expe‐

diente no se encuentra dicha respuesta, por lo tanto, la información es tomada del fallo de primera instancia. Archivo 08

FalloPrimeraInstancia.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=08%20FalloPrimeraInstancia.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-26-53)-1681140413-
13.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100) .

[18]
Archivo 08 FalloPrimeraInstancia.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=08%20FalloPrimeraInstancia.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-26-53)-1681140413-
13.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100)
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[19]
 Archivo 10 EscritoImpugnacion.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=10%20EscritoImpugnacion.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-27-58)-1681140478-
14.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100).

[20]
 Expediente digital, archivo 16 sentencia de segunda instancia. 

[21]
 La accionante registra con fecha de nacimiento el 31 de marzo de 1989. Expediente Digital, archivo 02 EscritoTutelaAnexos.pdf

(https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-
8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100), folio5.

[22]
 Ib. Folio 6 y 7. En la cláusula “DÉCIMO” del convenio de afiliación sindical se estipuló que “el afiliado con la firma del presente docu‐

mento (…) es consciente de su relación como afiliado al sindicato y de la relación de trabajo colectivo que iniciará para el desarrollo de un con‐

trato sindical (…), por lo tanto, acepta que toda su relación aquí en adelante es colectiva laboral y se regirá por el presente estatuto, políticas y

reglamentos que autorice la asamblea de delegados (…)”. En el numeral “DÉCIMO QUINTO” se indicó que “cualquier

reclamación/confrontación del afiliado se resolverá de acuerdo con lo establecido por los Estatutos y/o reglamentos colectivos, las cuales serán

agotadas como primera medida antes de generar cualquier queja ante cualquier organismo de control concurrente y/o justicia ordinaria; agotado

lo anterior las partes acuerdan que cualquier disputa económica y/o jurídica deberá ser de conocimiento del tribunal de arbitramento de la ciudad

de Cali (…)”.

[23]
 Ib. Folios 8 a 13.

[24]
 Ib. Folios 14 a 17.

[25]
 Ib. Folios 18 a 25.

[26]
 Ib. Folio 29

[27]
 Ib. Folio 26.

[28]
 Ib. Folio 28.

[29]
 Ib. Folio 33.

[30]
 Ib. Folio 34

[31]
 Ib. Folio 35.

[32]
 La información sobre los hechos expuestos en los escritos de tutela fue complementada a través de los elementos probatorios que obran en

los expedientes con el fin de facilitar el entendimiento del caso. Expediente T-9.306.800. En lo sucesivo entiéndase que las citas corresponden al

expediente referido. Por tanto, solo se hará referencia a los archivos de ese expediente.
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[33]
 Archivo 01AccionTutela.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-
3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 12. En la cédula de ciudadanía se registra que nació el 8 de

enero de 2002.

[34]
Ib. Folio 8.

[35]
 La acción de tutela fue presentada el 6 de enero de 2023. Archivo 02ActaReparto.pdf

(https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=02ActaReparto.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
7.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800).

[36]
 El Juzgado Primero Penal Municipal de Chía, mediante Auto del 6 de enero de 2023 avocó la acción de tutela y vinculó al Conjunto Resi‐

dencial ensueños. Expediente digital, archivo 04AutoAdmite.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=04AutoAdmite.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
9.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800).

[37]
 Respuesta allegada por Carlos Ernesto Silva Flórez, en calidad de apoderado (anexó poder). Archivo 06RespuestaAccionado.pdf

(https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 62.

[38]
 Específicamente refirió que los llamados de atención fueron realizados por porte inadecuado del uniforme y por no utilizar los elementos de

protección personal. Anexó un oficio que refiere como asunto “llamado de atención por no uso de elementos de protección personal a la señora

Sara Cárdenas”. Dicho documento no contiene fecha ni firma de la accionante. Archivo 06RespuestaAccionado.pdf

(https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 41.

[39]
 Archivo 06RespuestaAccionado.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 45.

[40]
 Anexó liquidación y constancia de consignación realizada en la cuenta de nómina de la señora Sara Cárdenas el 4 de enero de 2023, por un

total de $456.539. Archivo 06RespuestaAccionado.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 51.

[41]
 Anexó planilla de aportes a la seguridad social para los periodos comprendidos entre noviembre de 2022 a diciembre de ese mismo año. Ar‐

chivo 06RespuestaAccionado.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 49.

https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02ActaReparto.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-7.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02ActaReparto.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-7.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02ActaReparto.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-7.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02ActaReparto.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-7.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=04AutoAdmite.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-9.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=04AutoAdmite.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-9.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=04AutoAdmite.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-9.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=04AutoAdmite.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-9.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800


27/12/23, 13:58 T-312-23 Corte Constitucional de Colombia

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2023/T-312-23.htm 48/62

[42]
 Archivo 07Sentencia.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=07Sentencia.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
12.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800).

[43]
 En concreto el juez señaló que la accionada acreditó que la terminación del contrato se dio por justa causa porque i) manifestó que le realizó

a la accionante cuatro llamados de atención verbales y escritos por porte inadecuado del uniforme y por no utilizar los elementos de protección
personal; ii) “el acta de terminación de contrato de trabajo” aun cuando  no fue firmada por la trabajadora, si contiene la firma de dos testigos”;
y, además,  iii) se comprobó  en la planilla aportada por la empresa demandada que si efectuó los aportes al sistema de seguridad social.

[44]
 Archivo 09EscritoImpugnacion.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=10%20EscritoImpugnacion.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-27-58)-1681140478-
14.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100).

[45]
 Archivo 04FalloTutelaSegundaInstancia.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=04FalloTutelaSegundaInstancia.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-48-11)-1681912091-
20.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800).

[46]
 Archivo 01AccionTutela.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-
3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folios 6 a 10.

[47]
 Ib. Folio 11.

[48]
 Ib. Folio 12.

[49]
 Ib. Folio 13.

[50]
 Ib. Folio 14.

[51]
 Archivo 06RespuestaAccionado.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 49.

[52]
 El auto de fecha 31 de mayo de 2023 fue notificado el 2 de junio de 2023, mediante Estado N°. 083 de 2023 y el 21 de junio siguiente “con

oficio OPTC-205/23 al Oficio OPTC-206/23” se comunica y da cumplimiento al auto referido.  El 5 de julio de 2023, en cumplimiento al nume‐

ral cuarto del auto del 31 de mayo de 2023, se puso a disposición las pruebas e intervenciones allegadas en virtud del requerimiento probatorio,

con el fin de que las partes y terceros con interés ejercieran su derecho de defensa y contradicción. En esa misma fecha, con “Oficio OPTC-

258/23 se comunica y da cumplimiento al auto anterior”. Consulta realizada en:

https://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/consultat/consulta.php?campo=rad_codigo&date3=2019-01-01&date4=2023-07-

11&radi=Radicados&palabra=T9298682&radi=radicados&todos=%25

(https://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/consultat/consulta.php?campo=rad_codigo&date3=2019-01-01&date4=2023-
07-11&radi=Radicados&palabra=T9298682&radi=radicados&todos=%25). Igualmente, se precisa que mediante auto del 14 de julio de

2023 se aclararon los resolutivos “segundo” y “tercero” del Auto del 31 de mayo de 2023, en el sentido de que las pruebas solicitadas solo se de‐
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bían remitir al correo de secretaria2@corteconstitucional.gov.co, dado que el poner en conocimiento las mismas corresponde realizarlo a la Se‐

cretaría General de esta corporación y no al despacho. De todos modos se dispuso que las pruebas allegadas dentro del término dispuesto en el

auto del 31 de mayo de 2023, al correo despacho05@corteconstitucional.gov.co, debían dejarse a disposición de las partes y de los terceros con

interés legítimo por el término de 3 días hábiles, para que pudieran emitir un pronunciamiento en caso de estimarlo necesario y se garantizara el

derecho de contradicción en materia probatoria, conforme se dispuso en resolutivo “cuarto” de la providencia del 31 de mayo referida. El 25 de

julio de 2023, la Secretaría de la Corte informó al despacho que el Auto del 14 de julio de este año fue comunicado mediante el oficio C-263/23

del 18 de julio de 2023.

[53]
 Escrito del 22 de junio de 2023.

[54]
 En el registro civil que se aporta registra que el niño nació el 11 de mayo de 2023.

[55]
 Escrito de fecha 26 de junio de 2023, suscrito por Alba Ruth Libreros Lozada, en calidad de presidente y Representante Legal de AGESOC.

[56]
 Se allega i) escrito del 18 de octubre de 2022, suscrito por la accionante en el que reconoce que a principios del mes de agosto de 2022 le

fueron practicados unos exámenes de laboratorio a su esposo e hijo “los cuales facturó por una FeAPB que no le corresponde (…)”; y ii) oficio

de fecha 18 de octubre a través del cual se impuso suspensión de actividades colectivas a la accionante por un término de 8 días, iniciando el 19

de octubre hasta el 27 de octubre siguiente. Allí se alude a los artículos 58, 59,60 y 65 del Estatuto Sindical de AGESOC; sin embargo, no se

describe de manera puntual la causal o las causales que se le imputaron a la accionante frente a la sanción aplicada. Además, tampoco se observa

la realización de un proceso disciplinario ceñido al que prescribe el artículo 65 de del Estatuto de AGESOC. Dicho artículo establece el procedi‐

miento administrativo disciplinario que se debe seguir en contra de los afiliados de la organización sindical, a saber: i) inicia con la presentación

de queja; ii) comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la persona imputada y la formulación de cargos; iii) durante la cita‐

ción a descargos, se notifica al afiliado de la apertura del proceso con indicación de los hechos o conductas que lo motivaron durante la citación

a descargos. La enumeración de las faltas se puede hacer en la citación a descargos o al inicio de la diligencia y se dejará constancia en acta; iv)

en la diligencia de descargos se comunica al trabajador las pruebas en las que se basa la imputación, permitiéndole al afiliado manifestar sus

consideraciones respecto de las pruebas; v) si el afiliado lo solicita, podrá suspenderse la diligencia de descargos, para que pueda analizar ade‐

cuadamente las pruebas; vi) agotados los descargos, el sindicato tomará una decisión basada en el análisis de los hechos, las prueba y la defensa

del afiliado; vii) si procede la sanción deberá ser proporcional a la falta; viii) en caso de no estar de acuerdo, el afiliado contará con un tiempo no

mayor a 3 días para pronunciarse; y ix) “el pronunciamiento definitivo por la Junta Directiva o la Comisión Disciplinaria se hace mediante un

acto motivado y congruente y la imposición de una sanción proporcional a la falta” (énfasis no original). 

[57]
 Escrito allegado por AGESOC el 25 de julio de 2023, suscrito por Alba Ruth Libreros Lozada.

[58]
 Anexó reportes de periodos cotizados y registro de la ADRES en el que figura la accionante afiliada actualmente en calidad de cotizante a la

EPS Suramericana. En los meses de noviembre, diciembre de 2022, enero y febrero de 2023, se registró que la accionante estuvo afiliada en cali‐

dad de beneficiaria y en los meses de marzo, abril, mayo y junio de 2023 en calidad de cotizante.

[59]
 Escrito suscrito por Carlos Ernesto Silva Flórez, allegado el 30 de junio de 2023.

[60]
 Escrito allegado a la Corte el 11 de julio de 2023.

[61]
 Escrito del 11 de julio de 2023, suscrito por Elizabeth Penagos Maya actuando en calidad de administradora y representante legal del Con‐
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junto Residencial Ensueños de Saucedal P.H.

[62]
 En la página de la Secretaría de esta corporación consta que el auto de fecha 31 de mayo de 2023 fue notificado el 2 de junio de 2023, me‐

diante Estado N°. 083 de 2023 y el 21 de junio siguiente “con oficio OPTC-205/23 al Oficio OPTC-206/23” se comunica y da cumplimiento al

auto referido. Consulta realizada en: https://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/consultat/consulta.php?campo=rad_codigo&date3=2019-

01-01&date4=2023-07-11&radi=Radicados&palabra=T9298682&radi=radicados&todos=%25

(https://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/consultat/consulta.php?campo=rad_codigo&date3=2019-01-01&date4=2023-
07-11&radi=Radicados&palabra=T9298682&radi=radicados&todos=%25). Así mismo, el 17 de julio de 2023, la Secretaría remitió al

despacho el link del expediente y allí se aprecia que el auto de pruebas mencionado fue comunicado a la señora Elizabeth Rangel mediante Ofi‐

cio N°. OPTC-205/23 y remitido al correo mantenimientoyaseo@gmail.com (mailto:mantenimientoyaseo@gmail.com), el cual registra con

constancia de recibido el “22 de junio de 2023”.

[63]
 Posturas que han sido reiteradas, entre otras, en las sentencias T-141 de 2023, T-104 de 2022 y T-458 de 2022.

[64]
 Al respecto, se pueden consultar las sentencias T-119 y 141 de 2023, T- 104 de 2022, T- 043 de 2020, SU-075 de 2018, entre otras.

[65]
 Aprobado por la Ley 74 de 1968.

[66]
 Aprobada por la Ley 51 de 1981.

[67]
 Aprobada por la Ley 319 de 1996.

[68]
 Ver artículos 236 al 241 del Código Sustantivo del Trabajo.

[69]
 Artículos 43 y 53 de la Constitución.

[70]
 Sentencia SU-070 de 2013. Dichos elementos fueron reiterados en la Sentencia SU-975 de 2018.

[71]
 “PROHIBICIÓN DE DESPIDO (…) Se presume el despido efectuado por motivo de embarazo o lactancia, cuando este haya tenido lugar

dentro del período de embarazo y/o dentro de las dieciocho (18) semanas posteriores al parto (…)”.

[72]
 “Por medio de la cual se modifican los artículos 239 y 240 del CST, con el fin de establecer el fuero de paternidad”.

[73]
 Sentencias T-119 de 2023, T-329 de 2022 y SU-070 de 2013. En esta última sentencia la Sala Plena indicó que la jurisprudencia desarrolló

“la presunción de que por razón del embarazo se ha dejado de renovar un contrato laboral a término fijo o uno de prestación o se ha finiquitado

uno de obra, cuando no se demuestra y no lo certifica el Inspector del Trabajo, que la necesidad del servicio o del objeto del contrato o de la obra

contratada ha desaparecido”.

[74]
 Ib.

[75]
 Ib.

https://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/consultat/consulta.php?campo=rad_codigo&date3=2019-01-01&date4=2023-07-11&radi=Radicados&palabra=T9298682&radi=radicados&todos=%25
https://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/consultat/consulta.php?campo=rad_codigo&date3=2019-01-01&date4=2023-07-11&radi=Radicados&palabra=T9298682&radi=radicados&todos=%25
https://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/consultat/consulta.php?campo=rad_codigo&date3=2019-01-01&date4=2023-07-11&radi=Radicados&palabra=T9298682&radi=radicados&todos=%25
https://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/consultat/consulta.php?campo=rad_codigo&date3=2019-01-01&date4=2023-07-11&radi=Radicados&palabra=T9298682&radi=radicados&todos=%25
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[76]
 La Corte explicó que las Cooperativas de trabajo asociado constituyen una forma de organización solidaria en la que se agrupan varias

personas para emprender una actividad sin ánimo de lucro y “tienen como finalidad la producción y ejecución de obras o la prestación de servi‐

cios”, en favor “de otras cooperativas o de terceros en general, cuyo propósito final sea un resultado específico”. Además, sostuvo que en los ca‐

sos en que se utilice la cooperativa para disfrazar una relación laboral “la intermediación trasforma el vínculo cooperativo en una verdadera rela‐

ción laboral, pues el cooperado no ejerce sus funciones directamente en la cooperativa, sino que presta un servicio a un tercero, quien le da órde‐

nes y le impone un horario de trabajo, surgiendo así una clara relación de subordinación”. Así, bajo ese contexto destacó que “cuando se presen‐

ten estos supuestos fácticos en el caso de las mujeres embarazadas o lactantes, el juez de tutela deberá proteger los derechos fundamentales de la

trabajadora encubierta tras la calidad de asociada, y aplicar las garantías constitucionales de las que se deriva su protección reforzada” y, por

consiguiente, se deberán aplicar las reglas previstas para los contratos a término indefinido, fijo o por obra o labor contratada, dependiendo de la

naturaleza de la actividad realizada por la trabajadora.

[77]
En cuanto a las Empresas de Servicios Temporales- EST- señaló que son aquellas que contratan la prestación de servicios con terceros be‐

neficiarios (empresas usuarias) “para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus actividades, mediante la labor desarrollada por personas
naturales [trabajadoras en misión], contratadas directamente por la Empresa de Servicios Temporales, la cual tiene con respecto de estas el carác‐
ter de empleador”. Para estos casos se indicó que deben aplicarse las reglas previstas para los contratos a término fijo o por obra o labor contra‐
tada, según corresponda.

[78]
 Sentencia T-070 de 2013, reiterado en las sentencias SU-075 de 2018 y SU-040 de 2018.

[79]
 Sentencia T-329 de 2022. Adicionalmente, la Corte en las sentencias T-030 de 2018, T-564 de 2017 y T-350 de 2016, reconoció la protec‐

ción derivada del fuero de maternidad en los contratos de prestación de servicios, aun cuando en el trámite de tutela no se logró acreditar el con‐

trato realidad.

[80]
 En este caso, la Corte resolvió el caso de una mujer que suscribió un “convenio individual de ejecución” con un sindicato para desempeñar

la función de auxiliar de recolección”. Durante la ejecución del contrato la accionante se realizó una prueba de embarazo que resultó positiva, la

cual fue comunicada a la encargada del convenio; sin embargo, vencido el plazo de ejecución del contrato no hubo continuidad. La Corte consi‐

deró que en el caso se cumplían las condiciones para proceder con la protección de los derechos invocados por la accionante porque i) “existió

entre la accionante y el sindicato una relación contractual”; ii) “la modalidad de contratación no hacía nugatoria la protección, sino que remitía al

estudio de la pertinencia o alcance de una u otra medida de protección” y iii) “la terminación de la relación se dio con posterioridad al conoci‐

miento del estado de embarazo por parte del sindicato/empleador”. Es preciso destacar que la Corte, en este caso, asimiló el contrato sindical al

contrato de trabajo a término fijo, pero ello lo hizo en razón a que no tuvo certeza de que se trataba de un contrato sindical, razón por la cual

consideró que se configuraron las características de una relación laboral y las asimiló a ese tipo de contrato, a efectos de dar aplicación a la pro‐

tección integral de la trabajadora. Situación que difiere con en el asunto sub examine, dado que, en el caso, el Ministerio de trabajo aportó el cer‐

tificado de inscripción y vigencia de AGESOC. Respuesta allegada por Soly Acosta, Coordinadora (E) del Grupo de Atención al Ciudadano y

Trámites. Archivo 06 Respuesta Mintrabajo.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=06%20Respuesta%20Mintrabajo.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-26-11)-1681140371-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100).

[81]
 Sentencia T-138 de 2015.

[82]
 Sentencia T-104 de 2022. En esta providencia, la Corte conoció el caso de una operaria de aseo a quien su empleador le terminó el contrato

de trabajo, pese a que su jefe inmediata tuvo conocimiento de su embarazo. Sin embargo, la empresa alegaba que la accionante había informado
sobre su estado de gestación un día después de la terminación del vínculo y que desconocía las conversaciones entre su empleada y su jefa di‐
recta. La Corte consideró que la información verbal que la actora le había transmitido a su jefa directa sobre su embarazo, había sido conocida
por la empresa demandada por ser el primer conducto de comunicación que esta designó para el intercambio de información relevante con las
personas a su cargo. En esa medida sostuvo que admitir el argumento de la empresa implicaría hacer aún más pesada la carga de una mujer víc‐

https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06%20Respuesta%20Mintrabajo.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-26-11)-1681140371-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06%20Respuesta%20Mintrabajo.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-26-11)-1681140371-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06%20Respuesta%20Mintrabajo.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-26-11)-1681140371-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=06%20Respuesta%20Mintrabajo.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-26-11)-1681140371-11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100


27/12/23, 13:58 T-312-23 Corte Constitucional de Colombia

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2023/T-312-23.htm 52/62

tima de discriminación por razón del embarazo. En consecuencia, la Corte aplicó la presunción legal de despido discriminatorio, dado que la em‐
presa no logró desvirtuar esa situación y concedió el amparo de los derechos fundamentales de la accionante, ordenando su reintegro y el pago
de los salarios y de las prestaciones sociales dejadas de percibir; además de pagar la indemnización prevista en el artículo 239.3 del CST.

[83]
 Específicamente, en la Sentencia C-470 de 1997 la Corte se pronunció sobre una demanda contra del ordinal 3 del artículo 239 del

CST. Sostuvo que la indemnización prevista en dicha norma, si bien constituye la sanción aplicada a una conducta discriminatoria, es insufi‐

ciente para proteger la estabilidad laboral de la mujer embarazada porque la declaratoria de ineficacia de la terminación del vínculo es funda‐

mental para garantizar que pueda continuar en el ejercicio de sus funciones productivas. En criterio de esta corporación la mujer embarazada

tiene derecho a la estabilidad laboral reforzada ante la necesidad de erradicar “una de las manifestaciones más claras de discriminación sexual

que ha sido, y sigue siendo, el despido injustificado de las mujeres que se encuentran en estado de gravidez, debido a los eventuales sobrecostos

o incomodidades que tal fenómeno puede implicar para las empresas. Por ello, los distintos instrumentos internacionales han sido claros en seña‐

lar que no es posible una verdadera igualdad entre los sexos, si no existe una protección reforzada a la estabilidad laboral de la mujer embara‐

zada”. La Corte declaró la exequibilidad del artículo 239 referido, en el entendido de que carece de todo efecto el despido de una trabajadora du‐

rante el embarazo o en los tres meses posteriores al parto, sin la correspondiente autorización previa del funcionario de trabajo competente,

quien debe verificar si existe justa causa probada para el despido. Reiterada en la Sentencia T-104 de 2022.

[84]
 Sentencia T-104 de 2022.

[85]
 Sentencia T-138 de 2015.

[86]
 Sentencia T-104 de 2022.

[87]
 Sentencia SU-070 de 2013, reiterada en las sentencias T-119 de 2023 y T- 329 de 2022. -

[88]
 Sentencia SU-075 de 2018, reiterada en las sentencias T-104 de 2022 y T-284 de 2019.

[89]
 Reiteradas en la Sentencia T-119 de 2023.

[90]
 Sentencia SU-070 de 2013.

[91]
 Sentencia SU-070 de 2013.

[92]
 Ib. Consideraciones reiteradas en la T-467 de 2022.

[93]
 Sentencia SU-075 de 2018.

[94]
 Sentencias T-119 de 2023 y T-467 de 2022.

[95]
 La Corte en la Sentencia T-458 de 2022 sostuvo que cuando se advierten dificultades probatorias porque no exista un documento a través

del cual se hubiere notificado al empleador sobre el estado de embarazo de la accionante y subsistan dudas sobre el conocimiento del empleador,

le corresponde a este desvirtuar la presunción del artículo 239 de CST. En dicha providencia, la Corte conoció de un caso donde la accionante in‐

formó verbalmente sobre su estado de embarazo y el despido se produjo ese mismo día. Por su parte la accionada sostuvo que no conoció del es‐

tado de embarazo de la accionante y que su desvinculación obedeció a causas objetivas. La Corte consideró que por la cercanía entre la presunta
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comunicación verbal y la desvinculación podría inferirse que el despido estuvo relacionado con el estado de la actora y por lo tanto le correspon‐

día a la accionada demostrar la existencia de una razón objetiva para dar concluida la labor. En esa medida concluyó que al no haberse aportado

ninguna prueba que desvirtuara la referida presunción, debía asumirse que si conoció el estado de embarazo de la actora y que ese fue el motivo

para terminar el contrato a término fijo y, como la desvinculación se produjo antes del vencimiento sin que el inspector de trabajo hubiera valido

una justa causa debía declararse la ineficacia del despido. En consecuencia, ordenó el reintegro, el pago de la licencia de maternidad, los aportes

al Sistema de Seguridad Social en Salud, el pago de salarios y prestaciones dejadas de recibir desde el momento de su desvinculación hasta el re‐

integro y el pago de la indemnización prevista en el artículo 239.3 del CST. La Corte también ha procedido de manera similar en las sentencias

T-104 de 2022, T-305 de 2020 y T-583 de 2017.

[96]
 Sentencias T-094 de 2023 y SU-075 de 2018.

[97]
 AGESOC es una “persona jurídica de derecho privado, sin ánimo de lucro”, cuyo objeto principal es la “prestación de apoyo complementa‐

rio a los procesos de las entidades públicas o privadas o la ejecución de obras sin ánimo de lucro, con sus propios afiliados/vinculados, con auto‐

nomía administrativa e independencia financiera”. Consulta realizada en: http://agesoc.org/wp-content/uploads/2020/10/Estatutos-autenticados-

1.pdf (http://agesoc.org/wp-content/uploads/2020/10/Estatutos-autenticados-1.pdf)

[98]
 Mantysas fue registrada el 16 de enero de 2006, en la Cámara de Comercio de Bogotá. “Actualmente presta sus servicios al sector de la pro‐

piedad horizontal, educación y empresas del sector privado”. Consulta realizada en: http://www.empresasdeaseo-mantysas.com/

(http://www.empresasdeaseo-mantysas.com/).

[99]
 Sentencias T-141 de 2023 y SU- 075 de 2018.

[100]
 Dicho artículo refiere que procede la tutela contra particulares cuando “4 (…)  la solicitud fuere dirigida contra una organización privada,

contra quien la controla efectivamente o fuere el beneficiario real de la situación que motivó la acción, siempre y cuando el solicitante tenga una

relación de subordinación o indefensión con tal organización”.

[101]
 Sentencia SU-075 de 2018.

[102]
 Expediente digital, archivo 01 ActaReparto.png (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-
7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100).

[103]
 Expediente digital, archivo 02ActaReparto.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=02ActaReparto.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
7.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800).

[104]
 “El artículo 86 de la Constitución Política dispone que la acción de tutela es un mecanismo de protección ‘inmediata’ de los derechos fun‐

damentales. No existe un término constitucional y legal dentro del cual los ciudadanos deben interponer esta acción. Sin embargo, esto no im‐

plica que la solicitud de amparo pueda presentarse en cualquier tiempo, puesto que ello ‘desvirtuaría el propósito mismo de la tutela, el cual es

permitir una protección urgente e inmediata de los derechos fundamentales’. En tales términos, según la jurisprudencia constitucional el requi‐

http://agesoc.org/wp-content/uploads/2020/10/Estatutos-autenticados-1.pdf
http://agesoc.org/wp-content/uploads/2020/10/Estatutos-autenticados-1.pdf
http://www.empresasdeaseo-mantysas.com/
http://www.empresasdeaseo-mantysas.com/
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01%20ActaReparto.png&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-24-53)-1681140293-7.png&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02ActaReparto.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-7.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02ActaReparto.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-7.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
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sito de inmediatez exige que la acción de tutela sea presentada en un ‘término razonable’, respecto de la ocurrencia de los hechos que dieron lu‐

gar a la presunta amenaza o vulneración de los derechos fundamentales”. Sentencia T-119 de 2023 reiterando las sentencias T-307 y T-580 de

2017, T-273 de 2015, SU-961 de 1999 y C-543 de 1992. 

[105]
 Sentencias T-022, T-418, T-426, T-438, T-458 y T-467 de 2022, y T-043 de 2020, entre otras.

[106]
 Sentencias T-141 de 2023, T-418 de 2022, SU-075 de 2018, T-340 de 2017 y T-350 de 2016.

[107]
 Sentencia T-043 de 2020. En esa providencia, la Corte conoció el caso de una mujer que laboraba para una institución educativa, pero esta

se negó a renovarle el vínculo laboral al enterarse que la actora se encontraba en estado de gestación. En este caso, la Corte consideró que la vía

ordinaria no resultaba idónea ni efectiva porque i) se encontraba de por medio sujetos de especial protección constitucional -madre lactante e

hijo recién nacido-, ii) el problema jurídico a resolver gira en torno a la presunta ocurrencia de un acto discriminatorio en contra de una mujer

por el hecho de encontrarse en estado de gestación, lo cual requiere efectuar un análisis desde el punto de vista constitucional; y iii) en caso de

hallarse que efectivamente ocurrió una vulneración al derecho  a la igualdad y no discriminación, la acción de tutela permitiría otorgar una pro‐

tección oportuna e integral, posibilidad que disminuiría mediante un proceso ordinario laboral, dado el natural desgaste procesal que implica, au‐

nado al tiempo que amerita su definición. Así, el alto tribunal reiterando las sentencias T-468 de 2018 y SU-075 de 2018 aplicó la regla según la

cual procede la acción de tutela, en asuntos como el presente, dada la urgencia en la protección y necesidad de un remedio integral por la condi‐

ción de sujetos de especial protección de la mujer gestante y lactante, así como de los recién nacido, y de la situación de debilidad manifiesta de

las accionantes en este tipo de casos.

[108]
 Según el registro civil de nacimiento allegado por la accionante al trámite, se aprecia que el niño nació el 11 de mayo de 2023.

[109]
 Sobre el punto es preciso indicar que dicha afirmación fue controvertida por AGESOC, indicando que la accionante no acreditó tal condi‐

ción, aportando certificado de la ADRES en el que se evidencia que la actora está vinculada actualmente al Sistema de Seguridad Social en Sa‐

lud. Ahora bien, la Corte presume la veracidad de lo manifestado por la accionante en torno a su situación económica, dado que ello se realizó

bajo la gravedad de juramento (art. 37, Decreto 2591 de 1991); además, la accionada no aportó elementos de juicio que muestren a la Corte que

las mismas conducen a una situación contraria. Respecto a los reportes a la seguridad social que reflejan que la accionante estuvo vinculada en

calidad de beneficiaria y hoy como cotizante después de la terminación de la vinculación con AGESOC, ello obedece a una situación posterior

de resguardo en la seguridad social en salud, dado que se encontraba en estado de embarazo. Además, el nacimiento del menor de edad ocurrió

el 11 de mayo de 2023, según se aprecia en el registro civil aportado por la accionante al presente trámite. 

[110]
 La Corte ha precisado que “el principio de especial protección y asistencia a la mujer gestante y lactante es un mandato general de amparo

y asistencia reforzado a todas las mujeres en tales condiciones, ‘no sólo de aquellas mujeres que se encuentran en el marco de una relación labo‐

ral’. Este principio, parte del reconocimiento de que las mujeres que se encuentren en dicho estado son especialmente vulnerables, han sido tra‐

dicionalmente discriminadas y han soportado ‘condiciones estructurales o circunstanciales que las sitúan en situación de desventaja’ frente a los

demás miembros de la sociedad. En tales términos, el principio constitucional de especial protección y asistencia impone al Estado la obligación

de tomar acciones afirmativas para contrarrestar los efectos de dicha discriminación estructural. Lo anterior, con el objeto de promover la igual‐

dad sustantiva, ‘garantizar las condiciones de vida dignas de la mujer y su hijo por nacer’, salvaguardar ‘el ejercicio pleno de la maternidad’ y

brindar una protección integral a la familia como núcleo fundamental de la sociedad”. Sentencias T-279 de 2021.

[111]
 Sentencia T-583 de 2017 reiterando la Sentencia SU-070 de 2013.
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[112]
 Expediente Digital, archivo 02 EscritoTutelaAnexos.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-
8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100), folio 10.

[113]
 Ib, folio 14.

[114]
 Reiterada en la Sentencia T-138 de 2015 y T-303 de 2011.

[115]
 Sentencia SL3086-2021, Radicación N°. 79229 del 30 de junio de 2021. M.P. Jorge Luis Quiroz Alemán. En esta providencia, la Corte Su‐

prema de Justicia se refirió al uso indebido y desnaturalización del contrato sindical para ocultar relaciones laborales con afiliados-partícipes en

reemplazo de las cooperativas de trabajo asociado, dado que el sindicato se había valido de esa forma de vinculación para agenciar la contrata‐

ción de la accionante a una institución prestadora de salud; si bien esa situación no ocurrió en este caso, se alude a ella  a efectos de precisar lo

relativo a la definición, naturaleza y modalidad del contrato sindical.

[116]
 Ib.

[117]
 Ib.

[118]
 Sentencia del 11 de mayo de 2020, Sección Segunda, Subsección B, radicado. 11001-03-24-000-2016-00549-00. Consejero Ponente: Cé‐

sar Palomino Cortés

[119]
 Ib.

[120]
 Regla reiterada, entre otras, en las sentencias T-104 y 329 de 2022, T-030 de 2018, T-564 de 2017, T-102 y 350 de 2016, T-350 de 2016 y

T-138 de 2015.

[121]
 Sentencias T-104 de 2022 y T-138 de 2015.

[122]
 No obstante, en gracia de discusión, es importante aclarar que aun cuando la accionante manifestó que cumplía un horario y debía cumplir

órdenes de su jefe inmediato, ello no significa per se la presencia de un contrato de trabajo, ni constituye un indicio que haga presumir la exis‐

tencia de subordinación, ya que lo primero puede entenderse como una obligación razonable para demostrar el cumplimiento del objeto del con‐

trato y respecto de las órdenes no existe evidencia que demuestre que hubiera recibido órdenes específicas sobre el modo, tiempo o cantidad de

trabajo a realizar.

[123]
 Como se precisó en la parte dogmática de esta providencia, el precedente aplicable en materia de estabilidad laboral reforzada en contratos

de prestación de servicios está establecido en la Sentencia SU-070 de 2013, en tanto que la Sentencia SU-075 de 2018 no modificó las reglas es‐

tablecidas en esta materia. En dicha oportunidad, la Corte manifestó que “el ámbito de la presente decisión comprende únicamente los contratos

de trabajo y relaciones laborales subordinadas”, es decir que solo modificó las reglas en relación con el contrato a término indefinido, el contrato

por obra o labor y el contrato a término fijo. Sentencia SU-075 de 2018, reiterada en la Sentencia T-329 de 2022.

https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
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[124]
 Expediente digital, archivo 02 EscritoTutelaAnexos.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-
8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100), folio 28.

[125]
 Ib. Folio 33. Este último correo fue contestado a la accionante y se le indicó que “acerca de su caso, debe remitirse a la oficina principal de

AGESOC (…)”. En esa medida es factible asumir que el correo del 15 de octubre de 2022 también fue conocido por la demandada, dado que fue

remitido por la actora al mismo correo electrónico, esto es, a coordinacionagesoc215@gmail.com

(mailto:coordinacionagesoc215@gmail.com).

[126]
 Consulta realizada en: http://agesoc.org/wp-content/uploads/2020/10/Estatutos-autenticados-1.pdf (http://agesoc.org/wp-

content/uploads/2020/10/Estatutos-autenticados-1.pdf)

[127]
 En el convenio de vinculación de trabajo colectivo, cláusula 6.1, se estableció como causal de retiro la “terminación de manera unilateral

por cualquiera de las partes”.

[128]
 Esta corporación en la Sentencia SU- 449 de 2020 señaló que las causales para terminar el contrato de trabajo por causas objetivas se en‐

cuentran previstas en el artículo 61 del CST, el cual refiere, entre otras, a fenómenos tales como: “(i) la muerte del trabajador; (ii) la liquidación

o clausura definitiva de la empresa; (iii) la suspensión de actividades por parte del empleador durante más de 120 días; (iv) el hecho de no retor‐

nar el trabajador al empleo, una vez superada una causa de suspensión de la relación laboral; (v) la sentencia ejecutoriada; (vi) la expiración del

plazo de vigencia del contrato (cuando este es a término definido), y (vii) la finalización de la labor u obra contratada, (…)”.

[129]
 En la Sentencia SU- 449 de 2020 se precisó que “las justas causas de terminación unilateral del contrato de trabajo por parte del empleador

se prevén en el literal a) del artículo 62 del CST. Allí se enuncian, entre otras, (i) los actos de violencia, injuria, malos tratos o grave indisciplina

en la que incurra el trabajador en sus labores, contra el empleador o sus compañeros de trabajo; (ii) toda grave negligencia que ponga en peligro

la seguridad de las personas o de las cosas; y (iii) la circunstancia de que el trabajador revele secretos profesionales o comerciales o dé a conocer

asuntos de carácter reservado, con perjuicio de la empresa, etc”.

[130]
 En la Sentencia SU-449 de 2020 la Corte sostuvo que “siempre que se pretenda ejercer una facultad de despido o de terminación unilateral

del contrato de trabajo por parte del empleador, como resultado de la aplicación de una sanción disciplinaria, ya sea porque ella tenga su origen

en el incumplimiento de una obligación legal o porque corresponda a una manifestación derivada de la consagración de una falta grave en el re‐

glamento interno de trabajo, se impone la obligación para el empleador de agotar el debido proceso, según lo dispuesto en el artículo 115 del

CST y siguiendo lo señalado por esta corporación en la sentencia C-593 de 2014. El despido que así ocurra se entiende como justificado y, por

ende, desprovisto de cualquier efecto de carácter indemnizatorio, pues su respaldo legal se encuentra en el numeral 6°, literal a), del artículo 62

del CST. Lo anterior no significa que la terminación unilateral del contrato de trabajo por parte del empleador equivalga a un despido como san‐

ción disciplinaria”. Así mismo, en dicha sentencia la Corte unificó las reglas (atendiendo los pronunciamientos de esta Corte y de la Sala de Ca‐

sación Laboral de la Corte Suprema de Justicia) en materia de terminación del contrato de trabajo con justa causa, para lo cual indicó que se de‐

ben cumplir las siguientes garantías de manera obligatoria y se extiende para “todas las causales de terminación unilateral del contrato de trabajo

con justa causa por parte del empleador”, a saber: i) inmediatez (que exista un término prudencial entre la ocurrencia de los hechos y la decisión

de dar por terminado el contrato, de lo contrario se entenderá que el motivo fue exculpado, y no se podrá alegar para fundamentar la resolución

del vínculo); ii) causales taxativas (la terminación unilateral del contrato de trabajo solo se puede sustentar en una de las justas causas, expresa y

taxativamente, previstas en la ley); iii) comunicación de motivos concretos, claros y específicos que justifiquen la decisión de terminar el con‐

trato (se impone comunicar al trabajador las razones y los motivos concretos, claros y específicos que justifican la decisión de terminar el con‐

https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=02%20EscritoTutelaAnexos.pdf&var=76001408801220220019100-(2023-04-10%2010-25-04)-1681140304-8.pdf&anio=2023&R=1&expediente=76001408801220220019100
mailto:coordinacionagesoc215@gmail.com
mailto:coordinacionagesoc215@gmail.com
http://agesoc.org/wp-content/uploads/2020/10/Estatutos-autenticados-1.pdf
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trato. Lo anterior, siguiendo lo dispuesto en los artículos 62 (parágrafo) y 66 del CST); iv) existencia y aplicación de procedimientos específicos

de terminación del vínculo contractual (se exige observar los procesos previamente establecidos en la convención o pacto colectivo, en el regla‐

mento interno, en un laudo arbitral o en el contrato individual de trabajo, siempre que en ellos se establezca algún trámite o procedimiento espe‐

cífico para dar fin al vínculo contractual. Esta exigencia se extiende a los casos en que el ordenamiento jurídico imponga la obligación de agotar

un procedimiento determinado); v) exigencias de cada una de las causales y preaviso respecto de alguna de ellas (se impone acreditar el cumpli‐

miento de las exigencias propias y específicas de cada causal de terminación). Entre ellas, cabe destacar de manera particular, la prevista en el

inciso final del literal a), del artículo 62, del CST, conforme al cual: “En los casos de los numerales 9 a 15 de este artículo, para la terminación

del contrato, el empleador deberá dar aviso con anticipación no menor de quince (15) días”; y vi) respeto debido en la relación laboral (se debe

garantizar al trabajador el respeto debido como sujeto de la relación laboral, esto es, el derecho a ser escuchado y a no ser menospreciado por el

empleador, antes de que éste ejerza su potestad unilateral de terminación. Este derecho, cuyo fundamento es la dignidad humana y la igualdad de

trato y respeto, se erige como una garantía que integra el derecho del empleado a ser tratado con respeto y en condiciones dignas y justas, en el

marco de su relación laboral, y de ninguna manera, puede ser entendido como un escenario de agotamiento del debido proceso). Al respecto, ver

también, las sentencias T-297 de 2017, T-206 de 2015, T-075A de 2011, T-385 de 2006 y T-362 y 546 de 2000, entre otras.

[131]
 En la Sentencia SU-449 de 2020 se indicó que “la Corte Constitucional ha señalado que, en aplicación de los principios de estabilidad la‐

boral y primacía de la realidad sobre las formalidades, las mujeres en estado de embarazo cuentan con una protección reforzada, independiente‐

mente del tipo de contrato de trabajo que suscribieron con su empleado (…)”.

[132]
 Sentencias T-109 de 2021, SU-075 de 2018, entre otras.

[133]
 Escrito de fecha 26 de junio de 2023 suscrito por Alba Ruth Libreros Lozada, en calidad de presidente y representante legal de AGESOC.

[134]
 "PROHIBICIÓN DE DESPIDO. <Artículo modificado por el artículo 2 de la Ley 1822 de 2017. El nuevo texto es el siguiente:> 1.

<Numeral CONDICIONALMENTE exequible> Ninguna trabajadora podrá ser despedida por motivo de embarazo o lactancia sin la autoriza‐

ción previa del Ministerio de Trabajo que avale una justa causa.

2. Se presume el despido efectuado por motivo de embarazo o lactancia, cuando este haya tenido lugar dentro del período de embarazo y/o den‐
tro de los tres meses posteriores al parto.

3. Las trabajadoras que trata el numeral uno (1) de este artículo, que sean despedidas sin autorización de las autoridades competentes, tendrán
derecho al pago adicional de una indemnización igual a sesenta (60) días de trabajo, fuera de las indemnizaciones y prestaciones a que hubiere
lugar de acuerdo con su contrato de trabajo.

4. En el caso de la mujer trabajadora que por alguna razón excepcional no disfrute de la semana preparto obligatoria, y/o de algunas de las dieci‐
siete (17) semanas de descanso, tendrá derecho al pago de las semanas que no gozó de licencia. En caso de parto múltiple tendrá el derecho al
pago de dos (2) semanas adicionales y, en caso de que el hijo sea prematuro, al pago de la diferencia de tiempo entre la fecha del alumbramiento
y el nacimiento a término”.

[135]
 “PERMISO PARA DESPEDIR. 1. <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> Para poder despedir a una trabajadora durante el pe‐

ríodo de embarazo o los tres meses posteriores al parto, el {empleador} necesita la autorización del Inspector del Trabajo, o del Alcalde Munici‐

pal en los lugares en donde no existiere aquel funcionario.

2. El permiso de que trata este artículo sólo puede concederse con el fundamento en alguna de las causas que tiene el {empleador} para dar por
terminado el contrato de trabajo y que se enumeran en los artículos 62 y 63. Antes de resolver, el funcionario debe oír a la trabajadora y practicar
todas las pruebas conducentes solicitadas por las partes.

3. Cuando sea un Alcalde Municipal quien conozca de la solicitud de permiso, su providencia tiene carácter provisional y debe ser revisada por
el Inspector del Trabajo residente en el lugar más cercano”.



27/12/23, 13:58 T-312-23 Corte Constitucional de Colombia

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2023/T-312-23.htm 58/62

[136]
 En el asunto sub examine no se constatan los supuestos objetivos que prevé el artículo 61 del CST que justifique la ruptura definitiva del

vínculo contractual por parte de AGESOC, dado que de los elementos de juicio que obran en el expediente no se advierte que i) la accionante

haya fallecido; ii) que se hubiera presentado la liquidación o clausura definitiva del sindicato demandado; iii) la suspensión de actividades del

empleador durante más de 120 días; iv) que la trabajadora hubiera sido suspendida y no retornara al empleo, una vez superada la causa de sus‐

pensión de la relación laboral, por el contrario la terminación del contrato ocurrió un día antes de cumplir la sanción temporal establecida, aun

cuando se cumplía al día siguiente; (v) no obra sentencia ejecutoriada que así lo ordene; (vi) no expiró el plazo de vigencia del contrato, dado

que allí no se estipuló un término específico; y (vii) tampoco se advierte que la relación contractual hubiera finiquitado por la finalización de la

labor contratada.

[137]
 Ver nota al pie 129.

[138]
 Sobre el punto es preciso indicar que al revisar dichos artículos en los Estatutos de AGESOC se observa que el artículo 58 se refiere las

“sanciones disciplinarias” para los afiliados a la organización sindical. Allí se señalan “llamados de atención”, “suspensión” y “expulsión”. Por

su parte, el artículo 59 alude a las circunstancias de agravación y atenuación de la “tasación de la sanción”. El artículo 60 refiere las causales que

dan lugar a un “llamado de atención” a “la suspensión” o a la “expulsión” y el artículo 65 establece el procedimiento administrativo disciplinario

que se debe seguir en contra de los afiliados de la organización sindical. Este se describe de la siguiente manera: i) inicia con la presentación de

queja; ii) comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la persona imputada y la formulación de cargos; iii) durante la citación a

descargos, se notifica al afiliado de la apertura del proceso con indicación de los hechos o conductas que lo motivaron durante la citación a des‐

cargos. La enumeración de las faltas se puede hacer en la citación a descargos o al inicio de la diligencia y se dejará constancia en acta; iv) en la

diligencia de descargos se comunicará al trabajador las pruebas en las que se basa la imputación, permitiéndole al afiliado manifestar sus consi‐

deraciones respecto de las pruebas; v) si el afiliado lo solicita, podrá suspenderse la diligencia de descargos, para que pueda analizar adecuada‐

mente las pruebas; vi) agotados los descargos, el sindicato tomará una decisión basada en el análisis de los hechos, las prueba y la defensa del

afiliado; vii) si procede la sanción deberá ser proporcional a la falta; viii) en caso de no estar de acuerdo, el afiliado contará con un tiempo no

mayor a 3 días para pronunciarse; y ix) “el pronunciamiento definitivo por la Junta Directiva o la Comisión Disciplinaria se hace mediante un

acto motivado y congruente y la imposición de una sanción proporcional a la falta” (énfasis no original). 

[139]
 En el supuesto de vinculación mediante contrato de prestación de servicios, si no se configura el contrato realidad, pero el contratista co‐

nocía del estado de embarazo, subsiste la causa del contrato y si no cuenta con el permiso del Inspector de Trabajo el juez deberá ordenar: “a. La

renovación de la relación contractual, la cual se dará hasta por el término del periodo de lactancia. b. El pago de los honorarios dejados de perci‐

bir desde la fecha de no renovación del contrato, hasta la renovación del mismo; c. El pago por concepto de la indemnización por despido discri‐

minatorio; y d. El pago de la licencia de maternidad. Este pago no se realizará si en el caso se acredita que la madre disfrutó de la licencia de ma‐

ternidad. e. En el evento en el que el término del periodo de lactancia ya haya terminado, procederá el reconocimiento de los honorarios dejados

de percibir hasta la terminación de periodo de lactancia”. Sentencia T-329 de 2022.

[140]
 La Corte procedió de manera similar en la Sentencias T-438 de 2020.

[141]
 La accionante en escrito allegado a la Corte el 22 de junio de 2023, indicó que “solo le pagaron $800.000 de liquidación por el tiempo que

laboró”. La Corte en la Sentencia T-141 de 2023 también ordenó descontar del pago de la indemnización la suma que la accionante recibió por

concepto de liquidación.
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[142]
 En las sentencias T-329 de 2022, T-030 de 2018, T- 564 de 2017 y T-350 de 2016, la Corte decidió amparar los derechos fundamentales de

mujeres contratadas mediante prestación de servicios a quienes no les fue renovado el contrato luego de informar sobre su estado de embarazo al

contratante, pese a no encontrarse acreditada la existencia de una relación laboral. En la Sentencia T-329 de 2022, se ordenó que: (i) en el tér‐

mino de 15 días hábiles contados a partir de la notificación de la decisión, pagara los honorarios dejados de percibir por la accionante desde la

fecha de no renovación del contrato de prestación de servicios hasta la fecha de terminación del periodo de lactancia; y (ii) que realizara el pago

por concepto de indemnización por despido discriminatorio de que trata el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo. En la Sentencia T-

030 de 2018, la Corte ordenó, en uno de los casos, donde la accionante había suscrito contrato de prestación de servicios, que (i) en el término

de 48 horas contados a partir de la notificación de la sentencia renovara la relación contractual de la accionante, por cuanto se comprobó que el

objeto contractual subsistía; (ii) pagara las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en Salud, desde la fecha en que no le fue renovado el

contrato hasta la terminación del periodo de lactancia; (iii) los honorarios dejados de percibir, desde la fecha en que el contrato no fue renovado

hasta la fecha de notificación de la providencia y previno a la demandada para que se abstuviera de vulnerar los derechos de las mujeres gestan‐

tes y lactantes derivados del fuero de maternidad. En la Sentencia T-564 de 2017 se ordenó a la demandada que en el término de 15 días conta‐

dos a partir del día siguiente a la notificación de la sentencia debía (i) efectuar los aportes por concepto de salud desde la fecha en que se produjo

la terminación del contrato hasta el momento que accediera a la prestación económica de la licencia de maternidad, (ii) pagar la indemnización

equivalente a 60 días de remuneración de que trata el art. 239.3 del CST y (iii) previno a la demandada para que se abstuviera de vulnerar los de‐

rechos de las mujeres gestantes y lactantes derivados del fuero de maternidad. En la Sentencia T-350 de 2016, se ordenó a la demandada (i) que

en el término de 15 días siguientes a la notificación de la sentencia le reconociera y pagara a la actora el porcentaje correspondiente a las cotiza‐

ciones realizadas al Sistema de seguridad Social en Salud desde la fecha en que no le fue renovado el contrato hasta la terminación del periodo

de lactancia. No se ordenó el pago de la licencia de maternidad porque la misma ya había sido cancelada. También se previno a la demandada

para que se abstuviera de vulnerar los derechos de las mujeres gestantes y lactantes derivados del fuero de maternidad.

[143]
Archivo 01AccionTutela.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-
3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 8. 

[144]
 Escrito de 30 de junio de 2023.

[145]
 Anexó dos declaraciones extrajuicio del 22 de junio de 2023 realizadas por Gleidys Gómez Rangel, en calidad de Supervisora de la Em‐

presa Mantenimiento y Aseo SAS, indicando que el 26 y 30 de noviembre de 2022 “se realizó llamado de atención verbal a la operaria Sara Ju‐

liza Cárdenas Hernández por “las continuas llegadas tarde al trabajo” y “por llevar elementos que no corresponden a la dotación de trabajo”,

respectivamente.

[146]
 Respuesta allegada en sede de instancia por Carlos Ernesto Silva Flórez, en calidad de apoderado (anexó poder). Archivo

06RespuestaAccionado.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 62.

[147]
 En el expediente obra copia del contrato firmado por la accionante y por Elizabeth Rangel, en calidad de Representante Legal de Manty‐

sas. Expediente digital, archivo 01AccionTutela.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?
archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-
3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folios 6 a 10.
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[148]
 Ver tabla del fundamento jurídico 46 de esta providencia.

[149]
 Expediente digital, archivo 06RespuestaAccionado.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=06RespuestaAccionado.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-04-19%2008-40-00)-1681911600-
11.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 45.

[150]
 Archivo 01AccionTutela.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-
3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 13.

[151]
 Ver nota al pie 62.

 Artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. “Presunción de veracidad. Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se ten‐

drán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa”. Además, la finalidad de

la presunción de veracidad consiste en sancionar el desinterés o la negligencia de los sujetos pasivos de la demanda de tutela y, en consonancia

con los principios de inmediatez, celeridad y buena fe de esta acción, persigue la protección eficaz y oportuna de los derechos fundamentales

cuya vulneración es alegada de manera particular cuando el accionante está en una posición de subordinación o dependencia frente al deman‐

dado –lo que le dificulta ejercer a plenitud su carga probatoria– y la autoridad o particular accionado tiene mayor facilidad de aporte el material

probatorio del caso. En ese orden de ideas, la aplicación de la presunción de veracidad, cuando en la parte accionante se encuentran sujetos de

especial protección constitucional o en condición de vulnerabilidad, su aplicación es todavía más rigurosa. Sentencia T-290 de 2019.

[152]

[153]
 A pesar de que hubo una respuesta esta fue parcial sobre el conocimiento del estado de embarazo por parte del empleador, lo cual también

da lugar a la presunción de veracidad según la jurisprudencia de la Corte, pues tal presunción se reputa no solo de la falta de respuestas, sino

también de aquellas tardías, incompletas y no precisas, conforme con lo solicitado por el juez constitucional. Sentencias T-260 de 2019, T-030 de

2018 y T-214 de 2011.

[154]
 La Corte en la Sentencia T-458 de 2022 sostuvo que cuando se advierten dificultades probatorias porque no exista un documento a través

del cual se hubiere notificado al empleador sobre el estado de embarazo de la accionante y subsistan dudas sobre el conocimiento del empleador,

le corresponde a este desvirtuar la presunción del artículo 239 de CST. En ese caso la accionante informó verbalmente sobre su estado de emba‐

razo y el despido se produjo ese mismo día. Por su parte la accionada sostuvo que no conoció del estado de embarazo de la accionante y que su

desvinculación obedeció a causas objetivas. La Corte consideró que por la cercanía entre la presunta comunicación verbal y la desvinculación

podría inferirse que el despido estuvo relacionado con el estado de la actora y, por lo tanto, le correspondía al accionado demostrar la existencia

de una razón objetiva para dar concluida la labor. En esa medida, concluyó que al no haberse aportado ninguna prueba que desvirtuara la referida

presunción, debía asumirse que sí conoció el estado de embarazo de la actora y que ese fue el motivo para terminar el contrato a término fijo, y

como la desvinculación se produjo antes del vencimiento sin que el inspector de trabajo hubiera valido una justa causa debía declararse la inefi‐

cacia del despido. Esta corporación también ha procedido de manera similar en las sentencias T-104 de 2022, T-305 de 2020 y T-583 de 2017.

[155]
 http://www.empresasdeaseo-mantysas.com/ (http://www.empresasdeaseo-mantysas.com/)
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https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800
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[156]
 La Corte ha adoptado soluciones de manera similar, en casos en que los empleadores han sido empresas de servicios temporales o coopera‐

tivas de trabajo asociado que realizan labores de intermediación para entidades del Estado o de tercerización de servicios para empresas. Ver las

sentencias T-104 de 2022, T-284 de 2019, T-003 de 2008, T-071, T- 221 y T-1063 de 2007, T-404 de 2005, T-862 de 2003 y T-308 de 2002, entre

otras.

[157]
 Ni de la demanda de tutela ni de las pruebas que obran en el expediente es posible establecer el término exacto de gestación, sin embargo,

presumiendo que para la fecha de comunicación de su estado recién empezaba su embarazo podría presumirse que el parto podría ocurrir entre
los meses de agosto o septiembre del año en curso.

[158]
 Ver notas al pie 134 y 135.

[159]
 El artículo 62 del CST, establece cuales son “las justas causas” para dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo. Allí no se en‐

cuentran contempladas las aducidas por la empresa accionada para terminar de manera unilateral la relación laboral con la accionante.

[160]
 Sentencia SU-449 de 2020. Ver nota al pie 130.

[161]
 Sentencias T-109 de 2021, SU-075 de 2018, entre otras.

[162]
 La jurisprudencia constitucional ha reiterado que los empleadores cuando invocan las razones de despido por justa causa contempladas en

el artículo 62 del CST, deben velar por el respeto al debido proceso durante estos procedimientos. Sentencias SU-449 de 2020, T-297 de 2017, T-

206 de 2015, T-075A de 2011, T-385 de 2006 y T-362 y 546 de 2000, entre muchas otras.

[163]
 Ver cuadro del fundamento 46 de esta providencia.

[164]
 Archivo 01AccionTutela.pdf (https://siicor.corteconstitucional.gov.co/controldeprocesos/file.php?

archivo=01AccionTutela.pdf&var=25175404600120230000800-(2023-03-02%2009-32-13)-1677767533-
3.pdf&anio=2023&R=1&expediente=25175404600120230000800), folio 11. La Corte en la Sentencia T-141 de 2023 también ordenó

descontar del pago de la indemnización, la suma que la accionante recibió por concepto de liquidación.

[165]
 La Corte en la Sentencia T- 141 de 2023 amparó los derechos de una mujer embarazada que le fue terminado su contrato laboral a término

fijo sin justa causa. La Corte identificó: (i) que la accionada no demostró que la desvinculación se hubiere dado por causas objetivas; (ii) que,

por tanto, la presunción de que trata el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo se acreditó, en tanto debía asumirse que sí estaba al tanto

del estado de gestación de la actora; y (iii) que la demandada no acudió ante las autoridades del trabajo para avalar la terminación del contrato.

Ordenó (i) reconocerle la licencia de maternidad de que trata el artículo 236 del Código Sustantivo del Trabajo, en el monto y tiempo allí indicados,

y solo en el evento en que esta no la haya pagado el Sistema General de Seguridad Social en Salud; (ii) pagarle los salarios dejados de percibir, desde

el momento de su desvinculación hasta la fecha en que haya empezado a percibir la licencia de maternidad; (iii)  reconocerle una indemnización

equivalente a 60 días de trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 239.3 del Código Sustantivo del Trabajo, descontando la suma que

recibió la accionante por concepto de liquidación del contrato laboral; y (iv) reintegrarla a la empresa luego de que culmine la licencia de materni‐

dad, siempre que la accionante así lo deseara. Además, le recordó al empleador que, luego del reintegro, estará obligado a respetar el  fuero de

maternidad en los términos establecidos en la Sentencia SU-075 de 2018 y advirtió a la empresa accionada que, en lo sucesivo, se abstuviera de in‐

currir en la conducta de despedir a sus trabajadoras en estado de embarazo o durante el periodo de licencia de maternidad previsto en la ley, sin

solicitar la debida autorización del Ministerio del Trabajo demostrando la existencia de una justa causa. En la Sentencia T-458 de 2022 este tri‐

bunal amparó los derechos de una mujer que estuvo vinculada a una empresa mediante contrato de trabajo a término fijo. La accionada terminó
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la relación laboral a pesar de que la accionante se encontraba embarazada. La Corte identificó que “(i) la accionada no logró demostrar que la

desvinculación se hubiere dado por causas objetivas; (ii) que, en consecuencia, no desvirtuó la presunción de que trata el artículo 239 del Código

Sustantivo del Trabajo, de manera que debía asumirse que sí estaba al tanto del estado de gestación de la actora; y (iii) que, a pesar de todo lo an‐

terior, la demandada no acudió ante las autoridades del trabajo para validar la terminación del contrato”. En consecuencia, ordenó que en el tér‐

mino de 15 días siguientes a la notificación de la providencia se le reconociera a la accionante (i) la licencia de maternidad de que trata el ar‐

tículo 236 del CST, en el monto y tiempo allí indicados y solo en el evento en que esta no la haya pagado el Sistema General de Seguridad So‐

cial en Salud; (ii) los salarios dejados de percibir, desde el momento de su desvinculación hasta la fecha en que empiece a percibir la licencia de

maternidad; (iii) una indemnización equivalente a 60 días de trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 239.3  del Código Sustan‐

tivo del Trabajo; y (iv) su reintegro a la empresa luego de que culmine la licencia de maternidad, siempre que la accionante así lo deseara. Ade‐

más, se le recordó al empleador que luego del reintegro estaba obligado a respetar el fuero de maternidad en los términos establecidos en la Sen‐

tencia SU-075 de 2018.

 

 


